
INDICE GENERAL

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia
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Accidente de tránsito. No se trata de un nuevo juicio sino mas 
bien una fase que se vincula a la decisión casada. Casa sin 
envío. 26/9/07.
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Accidente de tránsito. Ante la interposición de un recurso de 
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inadmisibilidad o no del mismo. Inadmisible. 26/9/07.
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Segunda Cámara 
Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia

Difamación e injuria. La Corte a-qua aplicó las disposiciones 
de la Ley 6132, texto legal diferente al que originalmente se 
atribuía al imputado haber violado, generándole un estado de 
indefensión a éste, violando el Art. 321 del Código Procesal 
Penal. Declara con lugar en el aspecto penal y envía a otro 
tribunal. CPP. 5/9/07.

Alvin Andrés Féliz Rivas y compartes.......................................................... 135

Accidente de tránsito. Los recurrentes, en sus indicadas 
calidades, no motivaron su recurso como lo establece el Art. 37 
de la Ley de Casación. Declara nulo. CPC. 5/9/07.

Iván Rafael Ortega Fernández y Seguros Patria, S. A. .............................. 144

Ley 50-88. Acoge medio. El Ministerio Público actuó dentro de 
lo establecido por los artículos 150 y 151 del Código Procesal 
Penal y la Juez a-qua, al declarar la extinción de la acción penal, 
hizo una incorrecta aplicación de la ley. Declara con lugar y 
envía a otro tribunal. CPP. 5/9/07.

Procurador Fiscal Adjunto del Distrito Nacional, Lic. Elías Báez 
de los Santos..................................................................................................... 149 

Ley 5869. No recurrió en apelación, sentencia adquirió la 
autoridad de la cosa juzgada. Como personas civilmente 
responsables debieron motivar su recurso como lo establece el 
Art. 37 de la Ley de Casación, y en lo penal, la Corte a-qua aplicó 
correctamente el Art. 1 de la Ley 5869. Declara inadmisible, 
nulo y rechaza. CPC. 5/9/07.

Luis Ramón Pappaterra Hernández y Santo Luciano Fabián................... 156

Ley 2859. Acoge medio. La Corte a-qua no analizó de forma 
individual cada uno de los medios de prueba propuestos en el 
recurso de apelación; y no explicó el por qué procedía el rechazo 
de los mismos, incurriendo en el vicio de falta de estatuir. CPP. 
5/9/07.

Jean Patrice Granger Wacquez y compartes................................................ 163
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Accidente de tránsito. Inobservancia de reglas procesales. La 
Corte a-qua rechazó el recurso de la compañía aseguradora 
por falta de interés por no comparecer a la audiencia aplicando 
incorrectamente los Arts. 418 y 420 del Código Procesal Penal. 
Declara con lugar y envía a otro tribunal. CPP. 5/9/07.

Unión de Seguros, C. por A........................................................................... 169

Accidente de tránsito. Rechaza medios. La Corte a-qua aplicó 
correctamente los Arts. 49 literal c, y 65 de la Ley 241. Rechaza 
el recurso. CPC. 5/9/07.

Genaro de la Cruz y compartes..................................................................... 177

Habeas corpus. Acoge medio. Medida de coerción consistente 
en una garantía económica, no estaba abierta la posibilidad 
de intentar un habeas corpus por lo dispuesto en la parte in 
þne del Art. 381 del C·digo Procesal Penal; la Corte a-qua no 
podía desestimar los recursos de apelación basándose en que 
la decisión recurrida no surtía ningún efecto jurídico. Declara 
con lugar y casa sin envío. CPP. 5/9/07.

Procurador General de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, 
Lic. Juan Cedano.............................................................................................. 186 

Ley 50-88. Rechaza medios. La þrma del Ministerio P¼blico 
no es exigida por el artículo 212 del Código Procesal Penal, 
el cual instituye la manera y procedimiento requeridos por la 
nueva normativa procesal para la ejecución de los dictámenes 
periciales. Rechaza el recurso. CPP. 5/9/07.

Alberto Antonio Payero Ojeda...................................................................... 194

Inadmisibilidad. Como parte civil debi· notiþcar su recurso a 
las partes contra las cuales se dirige en un plazo de tres días 
como indica el Art. 34 Ley de Casación. Declara inadmisible. 
CPC. 5/9/07.

Casa Mota, C. por A........................................................................................ 203

Golpes y heridas. La Corte a-qua no se pronunció sobre el 
fondo del recurso del imputado apoyándose en la caducidad 
que pronunció el recurso del Ministerio Público, incurriendo en 
falta de base legal. En cuanto al segundo recurso, la sentencia 
de la Corte a-qua quedó anulada y recobra vigencia la sentencia 

•

•

•

•

•

•



Indice General	�

del tribunal de primer grado. Rechaza y declara con lugar. CPP. 
5/9/07.

César Sánchez, Hotel Catalonia y Maribel de la Rosa Cabrera................. 207

Violación de propiedad. Inobservancia de reglas procesales. 
Dos recursos. La Corte a-qua debió contestar las cuestiones 
planteadas por los recurrentes; fusionarlos, para evitar el 
pronunciamiento de decisiones contrarias. Declara con lugar y 
envía a otro tribunal. CPP. 5/9/07.

Digno Germán Tavárez Fernández.............................................................. 218

Homicidio voluntario. La Corte a-qua, al revocar la sentencia 
de primer grado y condenar al recurrente, a 14 años de reclusión 
mayor, le aplicó una sanción ajustada a la ley. Rechaza. CPC. 
5/9/07.

Romilio Celedonio (Vale)............................................................................... 225

Accidente de tránsito. Como persona civilmente responsable 
y entidad aseguradora, debieron motivar su recurso como lo 
establece el Art. 37 de la Ley de Casación, y en lo penal la Corte 
a-qua aplicó correctamente los Arts. 49, literal c, y 65, de la Ley 
241. Declara nulo y rechaza. CPC. 5/9/07.

Enrique Herrera y compartes........................................................................ 231

Extinción de la acción penal. El Juzgado a-quo no se pronunció 
sobre la objeción del archivo del expediente solicitado por el 
Ministerio P¼blico, y la Corte a-qua, al conþrmar la decisi·n 
que declaró la extinción de la acción penal, ha obrado de 
manera incorrecta. Declara con lugar y envía a otro tribunal. 
CPP. 5/9/07.

Maximiliano Vásquez, Ana Isabel Marte, Nancy Inmaculada Vásquez 
Marte y Denisse del Corazón de Jesús Vásquez Marte............................. 242 

Accidente de tránsito. Condenado a 2 años de prisión 
correccional y Dos Mil Pesos (RD$2,000.00) de multa, y como 
personas civilmente responsables debieron motivar su recurso; 
Arts. 36 y 37 de la Ley de Casación. Declara inadmisible y nulo. 
CPC. 5/9/07.

William Marte Hernández (Cheri) y compartes.......................................... 249
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Robo agravado. Acoge medio. La Corte a-qua incurrió en falta 
de base legal rechazando el recurso de apelación por caduco. 
No consta notiþcaci·n de sentencia en el domicilio procesal 
del recurrente. Declara con lugar y envía a otro tribunal. CPP. 
5/9/07.

Maurilio Tinelli................................................................................................. 255

Ley 2859. Acoge medio. La Corte a-qua, al rechazar el recurso de 
apelación, incurrió en una errónea aplicación de la ley, ya que ésta 
describe dos sentencias donde se involucran las mismas partes 
y la misma infracción, al considerar que se trataba del mismo 
cheque envuelto en la litis. Declara con lugar. CPP. 5/9/07.

Carolina García Pérez y Sub-Salvage Research, S. A.................................. 262

Robo agravado. Acoge medio. Corte a-qua, al examinar el 
recurso de apelación, tocó aspectos sustanciales y el fondo 
del mismo, violando el procedimiento del Art. 420 del Código 
Procesal Penal. Declara con lugar y envía a otro tribunal. CPP. 
5/9/07.

Cornelio Ozuna Rosario................................................................................. 268

Accidente de tránsito. La Corte a-qua hizo oponible la sentencia 
a la entidad aseguradora haciendo una errónea interpretación 
de la certiþcaci·n emitida por la Superintendencia de Seguros, 
ya que dicho vehículo poseía una placa de exhibición y no hay 
constancia de que estuvo asegurado. Declara con lugar. CPP. 
5/9/07.

Luis Manuel Rainiero Reyes Toribio y Seguros Pepín, S. A...................... 274

Accidente de tránsito. Acoge medio. La indemnización impuesta 
por la Corte a-qua fue irracional debiendo þjar la misma de 
manera racional y proporcional al daño causado. Declara con 
lugar en el aspecto civil y envía a otro tribunal. CPP. 5/9/07.

José E. Ramos Monción, Río Grande Transporte, S. A. y Seguros 
Universal, C. por A.......................................................................................... 291

Ley 50-88. Rechaza. La Corte a-qua al declarar inadmisible el 
recurso de apelación aplicó correctamente lo dispuesto en los 
Arts. 417 y 418 del Código Procesal Penal. Rechaza. CPP. 5/9/07.

Deivy Cristian Peguero................................................................................... 300
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Habeas corpus. La sentencia impugnada es de primer grado, 
por lo que tenía abierta la posibilidad de interponer un recurso 
ordinario. No es un fallo en última instancia como lo establece 
el Art. 1 de la Ley de Casación. Declara inadmisible. CPC. 
5/9/07.

Inginio García Rodríguez............................................................................... 305

Extradición. Decidió viajar voluntariamente. No ha lugar a 
estatuir. 12/9/07.

Santo Castillo García....................................................................................... 309

Accidente de tránsito. Acoge medio. Inobservancia de reglas 
procesales. La Corte a-qua no contestó los planteamientos 
sostenidos por los recurrentes en su recurso de apelación 
incurriendo en falta de base legal. Casa y ordena el envío a otro 
tribunal. CPP. 12/9/07.

Pablo Brito de Jesús y compartes.................................................................. 314 

Violación sexual. La recurrente como parte civil constituida no 
motivó su recurso como lo establece el Art. 37 de la Ley de 
Casación. Declara nulo. CPC. 12/9/07.

Natividad Mejía Concepción......................................................................... 326 

Accidente de tránsito. Da acta del desistimiento realizado 
pura y simplemente por los recurrentes contra la sentencia 
impugnada. CPC. 12/9/07.

Eugenio Antonio Rodríguez Hidalgo y Rafael Antonio Santos Pérez.... 331 

Robo agravado. El recurrente continuaba con su calidad de 
querellante al momento de interponer su recurso de apelación, 
por el mismo no haber þrmado el acuerdo transaccional entre 
las partes, por lo que la Corte a-qua estaba en el deber de 
examinarle su recurso de apelación. Declara con lugar y envía 
a otro tribunal. CPP. 12/9/07.

César Coradín Mota........................................................................................ 336 

Ley 50-88. El error al transcribir las pruebas en el orden 
presentado por el Ministerio Público no hace anulable la decisión 
impugnada, y contrario a lo alegado por los recurrentes, la Corte 
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a-qua ponderó los medios planteados y aplicó debidamente la 
ley. Rechaza el recurso. CPP. 12/9/07.

Miuris Dilania de la Cruz................................................................................ 341 

Ley 87-01. Infracción penal establecida por el Código Laboral. 
El recurso de casación debió hacerse conforme lo dispone el 
Código Procesal Penal y fue efectuado cuando dicho plazo 
había vencido. Rechaza el recurso. CPP. 12/9/07.

Pedro de León.................................................................................................. 347 

Ley 2859. Como persona civilmente responsable debió motivar 
su recurso y en lo penal fue condenado a un año de prisión 
correccional y al pago de una multa de RD$165,000.00 pesos; 
Arts. 37 y 36 de la Ley de Casación. Declara nulo e inadmisible. 
CPC. 12/9/07.

Eduardo Brito Soriano.................................................................................... 353

Ley 5869. Como persona civilmente responsable debió motivar 
su recurso como lo establece el Art. 37 de la Ley de Casación, 
y en lo penal la Corte a-qua aplicó correctamente el Art. 1 de la 
Ley 5869. Declara nulo y rechaza. CPC. 12/9/07.

Eusebio Henríquez Francisco (Freddy)....................................................... 358 

Accidente de tránsito. Fue condenado a 6 meses de prisión y 
multa de RD$500.00 y como persona civilmente responsable 
y entidad aseguradora debieron motivar su recurso; Arts. 36 y 
37 de la Ley de Casación. Declara inadmisible y nulo. CPC. 
12/9/07.

Héctor Marcelino Paulino y Seguros América, C. por A........................... 364 

Accidente de tránsito. Carece de calidad para interponer su 
recurso, la sentencia no le hizo ningún agravio y como personas 
civilmente responsables debieron motivar su recurso; Arts. 22 y 
37 de la Ley de Casación. Declara inadmisible y nulo. CPC. 
12/9/07.

Ricardo A. Perdomo Encarnación y compartes......................................... 371 

Accidente de tránsito. Acoge medio. La Corte a-qua incurrió 
en falta de estatuir al conþrmar el fallo apelado sin estatuir 
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sobre los pedimentos formulados en el aspecto civil. Acoge el 
recurso, casa y envía a otro tribunal. CPC. 12/9/07.

Josafat Vásquez Perdomo y compartes........................................................ 377

Ley 2859. La Corte a-qua, al condenar a la recurrente al pago 
de una multa de RD$200.00, aplicó correctamente los Arts. 66 
literal a, de la Ley 2859 y 405 del Código Penal, y actuó dentro de 
los parámetros legales. Declara nulo y rechaza. CPC. 12/9/07.

Dichosa de la Rosa Encarnación................................................................... 384 

Ley 5869. El recurso de casación interpuesto no cumplió con 
las formalidades prescritas en el Art. 33 de la Ley de Casación. 
Declara inadmisible. CPC. 12/9/07.

Rosendo del Rosario y Bernardino Cedano................................................ 390

Ley 2859. Sentencia impugnada dictada en defecto. El recurso 
de casación fue interpuesto extemporáneamente. Declara 
inadmisible. CPC. 12/9/07.

Sergio Antonio Féliz Ramírez........................................................................ 395 

Abuso de conþanza. La Corte a-qua conþrm· la sentencia 
dictada por el tribunal de primer grado que declinó el proceso 
para un Juzgado de la Instrucción aplicó correctamente el Art. 
10 de la Ley 1014. Rechaza. CPC. 12/9/07.

Juan Miguel Leonardo Martínez.................................................................... 401

Ley 2859. Rechaza medios. Los jueces penales apoderados del 
conocimiento de un caso, si entienden que est§n suþcientemente 
ediþcados sobre el asunto que conocen, no es imperativo la 
audición de nuevos testigos, por lo que el derecho de defensa 
no fue vulnerado. Rechaza. CPC. 12/9/07.

Fabián Ogando Tolentino.............................................................................. 406 

Accidente de tránsito. La Corte a-qua no examinó debidamente 
la conducta de la víctima si estaba haciendo un uso correcto 
de la vía y la indemnización impuesta es desproporcionada en 
relación al accidente. Declara con lugar y envía a otro tribunal. 
CPP. 12/9/07.

Antonio Nicolás Fersola y compartes.......................................................... 413
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Ley 5869. La Corte a-qua incurrió en el vicio de fallar extra petita 
en un caso de acción penal privada al condenar a la recurrente 
sin el acusador privado solicitarlo. Declara con lugar y envía a 
otro tribunal. CPP. 12/9/07.

Iluminada Moronta Pérez............................................................................... 424 

Habeas corpus. La Corte a-qua al establecer los elementos 
indiciarios, en atención al recurso del impetrante, pudo 
conþrmar la decisi·n de primer grado y ordenar el 
mantenimiento de la prisión del impetrante. Rechaza. CPC. 
12/9/07.

Balbino Ávila Alfonseca (Chichilo).............................................................. 430 

Accidente de tránsito. Como personas civilmente responsables 
y entidad aseguradora, debieron motivar su recurso como lo 
establece el Art. 37 de la Ley de Casación, y en lo penal, el 
Juzgado a-quo aplicó correctamente los Arts. 65 y 89 de la Ley 
241. Declara nulo y rechaza. CPC. 12/9/07.

Roberto Rodríguez Ureña y compartes........................................................ 435 

Abuso de conþanza. Se desestiman los medios. La Corte a-qua 
dio motivos claros y suþcientes, que esta Corte entiende que 
son correctos y no hay distorsión de los hechos y circunstancias 
descritas, susceptibles de caracterizar la desnaturalización 
alegada. Declara la competencia, rechaza la inadmisibilidad y 
rechaza el recurso. CPP. 12/9/07.

María Cristina del Río Soñé........................................................................... 442 

Accidente de tránsito. Como personas civilmente responsables 
y entidad aseguradora debieron motivar su recurso como 
lo establece el Art. 37 de la Ley de Casación y en lo penal el 
Juzgado a-quo aplicó correctamente los Arts. 49 literal c, 61, 65 
y 74 de la Ley 241. Declara nulo y rechaza. CPC. 12/9/07.

Francis Manuel Ortega Fabián y compartes................................................ 451

Homicidio. La Corte a-qua no dio motivos suþcientes para 
conþrmar la sentencia de primer grado, no estableci· con 
claridad la autoría de la infracción y no motivó adecuadamente 
este aspecto. Declara con lugar y envía a otro tribunal. CPP. 
12/9/07.

Ángel Saúl Sánchez Gonell............................................................................ 459
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Accidente de tr§nsito. Si bien es cierto que los jueces de fondo 
son soberanos para reconocer como veraces las declaraciones 
aportadas, pero no pueden basar su decisión en un dato 
no corroborado o sin haber sido debidamente debatido en 
el tribunal. Declara con lugar y envía a otro tribunal. CPP. 
12/9/07.

Gilberto Beato Peña y Santo Domingo Motors Company, S. A. ............ 467

Estafa. Acogido el medio. La Corte a-qua incurrió en una 
incorrecta aplicación del artículo 418 del Código Procesal 
Penal. Inobservancia de reglas procesales. Se declara con lugar, 
casa y ordena el envío. CPP. 12/9/07.

Rafael Sanz del Villar y El Shaddai Company, Inc..................................... 475

Ley 2859. Como persona civilmente responsable debió motivar 
su recurso, y en lo penal fue condenado a seis meses de prisión 
y RD$30,000.00 de multa; Arts. 36 y 37 de la Ley de Casación. 
Declara nulo e inadmisible. CPC. 12/9/07.

Freddy G. Torres Alexis.................................................................................. 482 

Accidente de tránsito. Rechaza medios. La Corte a-qua motivó 
y aplicó correctamente el Art. 422. 2.1 del Código Procesal Penal 
al modiþcar la sentencia recurrida en apelaci·n. Rechaza. CPP. 
12/9/07.

Gregorio Arismendy Dájer Camilo y compartes........................................ 487 

Accidente de tránsito. Fue condenado a dos años de prisión y 
multa de RD$2,000.00; Art. 36 de la Ley de Casación. La Corte a-
qua motiv· adecuadamente su decisi·n y dio þel cumplimiento 
al Art. 141 del Código de Procedimiento Criminal. Declara 
inadmisible y rechaza. CPC. 12/9/07.

Luis Antonio Concepción Suriel y compartes............................................ 501

Ley 341-98. La Corte a-qua concedió la libertad provisional sin 
ofrecer motivos que justiþquen su decisi·n. Declara regular y 
casa. CPC. 12/9/07.

Ramón Antonio Corcino Placencia.............................................................. 510
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Accidente de tránsito. Como personas civilmente responsables 
y entidad aseguradora, debieron motivar su recurso como lo 
establece el Art. 37 de la Ley de Casación, y en lo penal la Corte 
a-qua aplicó correctamente el Art. 49 numeral 1 de la Ley 241. 
Declara nulo y rechaza. CPC. 12/9/07.

Julio César Batista Pérez y compartes.......................................................... 515

Accidente de tr§nsito. El juzgado A-quo, al conþrmar el aspecto 
penal de la sentencia recurrida. Aplicó correctamente la ley. 
Nulo y rechaza. 12/9/2007.

José Ovidio Helena y compartes................................................................... 522 

Accidente de tránsito. El Juzgado a-quo, al declarar inadmisible 
el recurso expresando que la recurrente no tenía calidad para 
ejercer el mismo incurrió en una mala interpretación del 
derecho. Acoge el recurso y casa. CPC. 19/9/07.

Mario Martínez y compartes.......................................................................... 528

Accidente de tránsito. Acoge medio. La Corte a-qua, al 
imponer las indemnizaciones, no ponderó la proporcionalidad 
en cuanto a la reparación del daño y la falta atribuida a cada 
uno de los imputados. Declara con lugar y casa el aspecto civil. 
CPP. 19/9/07.

Miguel Agustín Espinal López y compartes................................................ 536

Accidente de tránsito. Acoge medio. Inobservancia de reglas 
procesales. La Corte a-qua incurrió en falta de estatuir, no 
respondió los incidentes planteados ni sobre algo que se le 
imponía resolver. Casa. CPC. 19/9/07.

Banco del Desarrollo Citicorp, S. A.............................................................. 546

Revisión. Acoge medio. Documento no presentado ante los 
jueces que conocieron la solicitud de asignación de pensión 
alimentaria. Certiþcaci·n que aclara mediante investigaci·n 
sanguínea, que le excluye de ser el padre biológico de la menor y 
por lo establecido en el Art. 428, numeral 4, del Código Procesal 
Penal, se acoge la revisión. Declara con lugar. CPP. 19/9/07.
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SENTENCIA DEL 5 DE SEPTIEMBRE DEL 2007, No. 1
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, del 21 de marzo del 2007.
Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Fernando Bonnet Cordero y Clínica Gómez 

Patiño, C. por A.
Abogados:	 Dr. Julio Albérico Hernández y Licdos. 

Carlos Sánchez Álvarez, José B. Santana y 
Carlos Sánchez Soto.

Intervinientes:	 Aurelia Báez Cepín y Luis Felipe Gómez  
Cepín.

Abogados:	 Dres. Juan Manuel Berroa Reyes y Eric José 
Raful Pérez.

LAS CćMARAS REUNIDAS

Casa

Audiencia pública del 5 de septiembre del 2007.
Preside: Jorge A. Subero Isa.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública, la sentencia 
siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fernando Bonnet 
Cordero, dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de 
identidad y electoral No. 031-0021866-2, domiciliado y residente 
en la calle Federico Velásquez No. 1 del sector de Villa Juana, en 
su calidad de civilmente demandado, y Clínica Gómez Patiño, C. 
por A., tercero civilmente demandado, contra la sentencia dictada 
por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
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Judicial de Santo Domingo el 21 de marzo del 2007, como tribunal 
de envío, cuyo dispositivo aparece copiado más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído a los Licdos. José B. Santana C. y Carlos E. Sánchez Soto, 
por sí y por el Lic. Carlos Sánchez Álvarez y el Dr. Julio Albérico 
Hernández, abogados de las partes recurrentes, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído a los Dres. Juan Manuel Berroa Reyes y Eric José Raful 
Pérez, en representación de la parte interviniente, Aurelia 
Báez Cepín y Luis Felipe Gómez Cepín, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito del Lic. Carlos Sánchez Álvarez, a nombre y 
representación de la Clínica Gómez Patiño, C. por A., depositado 
el 27 de marzo del 2007, mediante el cual la parte recurrente 
interpone su recurso;

Visto el escrito del Dr. Julio Albérico Hernández, actuando a 
nombre y representación de Fernando José Bonnet Cordero, 
depositado en fecha 29 de marzo del 2007, mediante el cual la 
parte recurrente interpone su recurso;

Visto la Resolución núm. 1584 – 2007 de las Cámaras Reunidas 
de la Suprema Corte de Justicia, del 19 de junio del 2007, que 
declaró admisible el recurso de casación interpuesto por Fernando 
Jos® Bonnet Cordero y la Cl²nica G·mez Pati¶o, C. por A. y þj· 
audiencia para el día 25 de julio del 2007; 

Visto la Ley núm. 25-91 del 15 de octubre de 1991, Orgánica de 
la Suprema Corte de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 
1997; 

Visto el auto dictado el 30 de agosto del 2007, por el Magistrado 
Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
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mediante el cual llama a los magistrados Hugo Álvarez Valencia 
y Julio Aníbal Suárez, para integrar las Cámaras Reunidas en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con la Ley núm. 684 de 1934;

Las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de Justicia, por 
tratarse de un segundo recurso de casación sobre el mismo 
punto, de conformidad con lo que dispone el artículo 15 de la Ley 
núm. 25-91 del 15 de octubre de 1991, Orgánica de la Suprema 
Corte de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 1997, en 
audiencia pública del 25 de julio del 2007, estando presentes los 
Jueces: Jorge A. Subero Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, 
Primer Sustituto de Presidente; Margarita A. Tavares, Julio Ibarra 
Ríos, Víctor José Castellanos, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar 
Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero 
Confesor y José E. Hernández Machado y, vistos los artículos 
24, 393, 399, 418, 419, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 
65 de Ley sobre Procedimiento de Casación, después de haber 
deliberado, los jueces signatarios de este fallo; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los documentos 
a que ella se reþere son hechos constantes los siguientes: a) que con 
motivo de una querella interpuesta por Aurelia Báez Cepín y Luis 
Felipe Cepín Gómez, contra el doctor Fernando José Bonnet, por 
su hecho personal y contra la Clínica Gómez Patiño, como tercero 
civilmente demandado, por violación a los artículos 319 y 320 del 
Código Penal Dominicano, ya que fue sometida a un transplante 
de riñón, fungiendo como donante su primo Luis Felipe Cepín 
Gómez, sin obtener resultados positivos, la Décima Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, pronunció 
sentencia el 9 de enero del 2001, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; b) que con motivo del recurso de apelación incoado por 
los actores civiles, fue apoderada la Primera Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, pronunciando 
la sentencia del 19 de marzo del 2003, cuyo dispositivo reza 
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como sigue: “PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Berroa 
Reyes, a nombre y representación de los señores Aurelia Báez 
Cepín y Luis Felipe Gómez Cepín, parte civil constituida, el 15 
de enero del 2001, dictada por la Décima Sala de la Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus 
atribuciones correccionales, por haber sido hecho conforme a 
la ley, cuyo dispositivo es el siguiente; ‘Primero: Se declara no 
culpable al prevenido Dr. Fernando Bonnet, de generales que 
constan, de violar los artículos 319 y 320 del Código Penal, en 
perjuicio de la señora Aurelia Báez Cepín y, en consecuencia, 
se le descarga de toda responsabilidad penal, por no haber 
cometido los hechos que se le imputan; Segundo: Se declaran 
las costas penales de oþcio; Tercero: Se declara regular y válida 
la constitución en parte civil hecha por los señores Aurelia Báez 
Cepín y Luis Felipe Gómez Cepín, en contra del Dr. Fernando 
Bonnet, por su hecho personal y de la razón social Clínica Gómez 
Patiño, C. por A., personal civilmente responsable, por ser justa 
y reposar en derecho, en cuanto a la forma; Cuarto: En cuanto 
al fondo, se rechaza la referida constitución en parte civil por 
improcedente, mal fundad y carente de base legal; Quinto: Se 
condena a los señores Aurelia Báez Cepín y Luis Felipe Gómez 
Cepín, al pago de las costas civiles del procedimiento, distrayendo 
las mismas a favor y provecho del Lic. Carlos Sánchez Álvarez, 
Dres. Julio Albérico Hernández y Bernardo Castro Luperón, 
quienes aþrman haberlas avanzado en su totalidadõ; SEGUNDO: 
En cuanto al fondo, la Corte después de haber deliberado y 
obrando por propia autoridad, revoca la sentencia recurrida en 
el aspecto civil y acoge la constitución en parte civil interpuesta 
por la señora Aurelia Báez Cepín, en consecuencia, condena al 
señor Dr. Fernando Bonnet, por su hecho personal y a la razón 
social Clínica Gómez Patiño, C. por A., en su calidad de persona 
civilmente responsable, al pago de las siguientes indemnizaciones: 
a) la suma de Quinientos Mil Pesos (RD$500,000.00), a favor de 
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la señora Aurelina Báez Cepín como justa reparación por los 
daños y perjuicios morales y materiales sufridos; b) a los intereses 
legales de la suma acordada precedentemente calculados a partir 
de la fecha de la demanda en justicia y hasta la total ejecución de 
la presente sentencia, a título de indemnización complementaria; 
TERCERO: Se rechazan las conclusiones vertidas en audiencia 
por la por la parte civil constituida señor Luis Felipe Gómez Cepín, 
por intermedio de sus abogados constituido por improcedentes 
y mal fundadas; CUARTO: Condena al señor Fernando Bonnet 
y a la razón social Clínica Gómez Patiño, C. por A., al pago de 
las costas civiles del proceso con distracción de estas últimas en 
provecho de los Licdos. Eric Raful y Joaquín Zapata, abogados 
que aþrman haberlas avanzado en su totalidadó; c) que debido 
a los recursos de casación interpuestos por Fernando Bonnet 
Cordero, Clínica Gómez Patiño, C. por A., Aurelia María Báez 
Cepín y Luis Felipe Gómez Cepín, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, pronunció sentencia el 8 de noviembre del 
2006, declarando la inadmisibilidad del recurso de los actores 
civiles, y casándola en cuanto al imputado y tercero civilmente 
demandado, bajo la motivación de que, los motivos dados por 
la corte de apelación son confusos, dejando subsistir una duda 
sobre la responsabilidad puesta a cargo del imputado, por otra 
parte, la Corte no dio motivos que justiþquen la caliþcaci·n 
que hace para atribuir la comitencia entre Fernando Bonnet y 
la Clínica Gómez Patiño, y envió el caso ante la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo 
Domingo, para una nueva valoración de la prueba; d) que 
actuando como Corte de envío, la Cámara Penal de la Corte de 
Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo dictó 
la sentencia, ahora impugnada, de fecha 21 de marzo del 2007, 
cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Se declara con 
lugar el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Berroa Reyes, 
en nombre y representación de los señores Aurelia Báez Cepín y 
Luis Felipe Gómez Cepín, el 15 de enero del 2001, en contra de 
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la sentencia del 9 de enero del 2001, dictada por la Décima Sala 
de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, y cuyo dispositivo es el siguiente: ôPrimero: Se declara 
no culpable al prevenido Dr. Fernando Bonnet, de generales que 
constan, de violar los artículos 319 y 320 del Código Penal, en 
perjuicio de la señora Aurelia Báez Cepín, y en consecuencia 
se le descarga de toda responsabilidad penal, por no haber 
cometido los hechos que se le imputan; Segundo: Se declaran 
las costas penales de oþcio; Tercero: Se declara regular y válida 
la constitución en parte civil hecha por los señores Aurelia Báez 
Cepín y Luis Felipe Gómez Cepín, en contra del Dr. Fernando 
Bonnet, por su hecho personal y de la razón social Clínica Gómez 
Patiño, C. por A., persona civilmente responsable, por ser justa 
y reposar en derecho, en cuanto a la forma; Cuarto: En cuanto 
al fondo, se rechaza la referida constitución en parte civil por 
improcedente, mal fundada y carente de base legal; Quinto: Se 
condena a los señores Aurelia Báez Cepín y Luis Felipe Gómez 
Cepín, al pago de las costas civiles del procedimiento distrayendo 
las mismas a favor y provecho del Lic. Carlos Sánchez Álvarez, 
Dres. Julio Albérico Hernández y Bernardo Castro Luperón, 
quienes aþrman haberlas avanzado en su totalidadõ; SEGUNDO: 
Modiþca el aspecto civil de la sentencia recurrida y al declarar 
buena y válida la constitución en parte civil hecha por los señores 
Aurelia Báez Cepín y Luis Felipe Gómez Cepín, en contra del 
Dr. Fernando Bonnet, por su hecho personal y de la razón social 
Clínica Gómez Patiño, C. por A., persona civilmente responsable, 
por ser justa y reposar en derecho; en cuanto al fondo de la misma 
se condena al señor Fernando Bonnet y la razón social Clínica 
Gómez Patiño, C. por A., en sus respectivas calidades, al pago de 
una indemnización de Quinientos Mil Pesos (RD$500,000.00), a 
favor de la señora Aurelia Báez Cepín y Luis Felipe Gómez Cepín, 
por los daños morales y materiales ocasionados; TERCERO: 
Se condena al señor Fernando Bonnet y la razón social Clínica 
G·mez Pati¶o, C. por A., al pago de las costas procesalesó; e) 
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que recurrida en casación la referida sentencia por Aurelia Báez 
Cepín y Luis Felipe Cepín Gómez, por una parte, y por Fernando 
José Bonnet Cordero y la Clínica Gómez Patiño, C. por A., por 
otra, las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de Justicia emitió 
en fecha 19 de junio del 2007 la Resolución núm. 1584-2007, 
mediante la cual, declaró inadmisible el recurso de Aurelia Báez 
Cepín y Luis Felipe Cepín Gómez, y admisible el recurso de 
Fernando José Bonnet Cordero y la Clínica Gómez Patiño, C. por 
A., y al mismo tiempo se þj· la audiencia para el 25 de julio del 
2007 y conocida ese mismo día; 

Considerando, que los recurrentes Fernando José Bonnet 
Cordero y Clínica Gómez Patiño, C. por A. en sus respectivos 
escritos proponen en apoyo a su recurso de casación el siguiente 
medio: “Único Medio: Inobservancia y errada interpretación de 
los artículos 319 y 320 del Código Penal. Desnaturalización de 
los hechosó; en el cual invocan, en s²ntesis, que la Corte a-qua 
hizo una errónea aplicación de las disposiciones de orden legal, 
ya que no ponderó los requisitos necesarios que son comunes a 
todos los ordenes de responsabilidad, como la falta, el perjuicio 
y la relación de causa a efecto, ya de los elementos de prueba 
aportados, así como la procedencia de cada una de ellas, y de haber 
veriþcado el informe pericial, aquellos requisitos indispensables 
de la responsabilidad no se caracterizan. Por otra parte, la Corte 
a-qua no identiþc· que entre Fernando Bonnet y la C²nica G·mez 
Patiño no existe ninguna subordinación o poder de dirección que 
justiþque la relaci·n de comitente y prepos® y que establezca su 
responsabilidad en el caso;

Considerando, que la Corte a-qua al fallar como lo hizo estableció 
en sus motivaciones lo siguiente: “a) Que en torno al segundo 
razonamiento esgrimido por el tribunal a-quo para producir el 
descargo penal, esta Corte ha podido establecer de los hechos 
þjados en la sentencia impugnada fueron los siguientes: 1) que 
cuando la paciente ingresa al centro médico, personal de la Clínica 
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Gómez Patiño llena el formulario de histocompatiblidad con los 
datos suministrados por un familiar de la paciente; 2) que dentro 
de los datos ofrecidos y consignados en el formulario de referencia 
þgura el tipo sangu²neo de la paciente; 3) que el prevenido no 
mand· a realizar a la paciente la tipiþcaci·n sangu²nea y tom· 
decisiones cruciales sobre la base de esa información que 
daría al traste con el rechazo del órgano; 4) que el prevenido 
manifest· que no ten²a que hacer la tipiþcaci·n porque los datos 
consignados en el formulario de acuerdo al procedimiento debían 
estar avalados o sustentados sobre pruebas de laboratorio; 5) que 
el prevenido admitió que nunca vio las pruebas de laboratorio; 
b) Que el médico contrae con la clínica una responsabilidad de 
cuidado para con los pacientes y la clínica a su vez ofrece esos 
cuidados a los ciudadanos. Que si bien es cierto el médico es un 
profesional liberal, no es menos cierto que de una parte la clínica 
admite a ese profesional y no a otro para ejercer su profesión 
utilizando el nombre del centro médico que se trate y de otra parte 
la cl²nica recibe beneþcios econ·micos de ese quehacer liberal, 
por lo que la falta de aquel debe comprometer la responsabilidad 
civil de este. Existe entre el centro y el médico una relación de 
responsabilidades mancomunadas, en tanto el primero le permite 
al segundo ejercer su profesión dentro del mismo, poniendo a 
su disposición equipos, personal médico y auxiliar laboral bajo 
la dirección inmediata del médico en adición al vínculo laboral 
de ese personal con la clínica; c) Que los centros de salud como 
toda obra empresarial no lo constituye solamente la planta física 
sino que está conformado de un capital humano que incluye 
médicos, enfermeras, auxiliares y distinta clase de empleados y la 
labor conjunta de los galenos y el servicio prestado por los demás 
empleados junto al equipamiento técnico son los que otorgan el 
prestigio o distinción a un determinado centro de salud que da 
lugar a generar conþanza en su potencial clientela. Es decir al 
mismo tiempo que la cl²nica se puede beneþciar del conocimiento 
y la experiencia de determinados profesionales de la medicina, 
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estos a su vez se ven favorecidos por las condiciones de servicio 
en los auxilios médicos que le facilita el centro existente entre 
el centro de salud y los galenos que laboran en el. De ahí que la 
responsabilidad del centro pudiera verse comprometida por la falta 
atribuible al médico en ocasión de que en la falta que se le imputa 
al médico intervenga de manera directa personal adscrito al centro 
de salud; d) Que en el caso de la especie hubo una falta censurable 
cometida por el personal de la clínica Gomez Patiño al llenar un 
formulario de histocompatibilidad sin observar el procedimiento 
preestablecido, a los þnes de garantizar la conþabilidad de la 
información. Que así mismo el prevenido incurrió en una falta 
que ocasionó daños a la parte agraviada al no ordenar que se 
realizaran las pruebas, de laboratorio que permitían establecer la 
compatibilidad sanguínea entre el donante y receptor, toda vez 
que es el propio imputado que admite que no ordenó ni vio las 
pruebas de laboratorio y que actuó sobre lo consignado en el 
informe de histolog²aó; 

Considerando, que corresponde a los jueces que conocen de la 
causa establecer la existencia o la inexistencia de los hechos del 
caso y las circunstancias que lo rodean o acompañan, debiendo 
adem§s caliþcarlos de conformidad con el derecho, no bastando 
con que los jueces enuncien o indiquen simplemente los hechos 
sometidos a su conocimiento y decisión, sino que están obligados 
a apreciarlos y caracterizarlos en base a las pruebas aportadas, 
así como a exponer las consecuencias legales que ellos entienden 
que se derivan de esos hechos establecidos, para así dar una 
motivación adecuada al fallo, y permitir a la Suprema Corte de 
Justicia establecer si la ley ha sido o no ha sido correctamente 
aplicada; 

Considerando, que las sentencias deben exponer y caracterizar, 
aún de manera concisa, los elementos constitutivos de la infracción 
y en qué medida el imputado ha intervenido en su comisión, esto 
así en base a una debida depuración de las pruebas aportadas; 
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en consecuencia, y visto las motivaciones en que la Corte a-
qua se basó para fallar como hizo, ha incurrido en una falta de 
motivación e inadecuada apreciación de las pruebas, toda vez que 
a¼n cuando dice basarse en los hechos þjados en la sentencia de 
primer grado, no menos cierto es que constan en el expediente 
pruebas de descargo a favor del imputado y que sirvieron de 
base a la sentencia que la Corte alega le sirvió para establecer su 
criterio, haciendo que la sentencia ahora impugnada sea confusa 
e insuþciente en sus motivaciones, adem§s de presentar una 
contradicción al atribuir responsabilidad al personal de la clínica al 
llenar unos formularios, entre los que se requer²a la tipiþcaci·n de 
la sangre, y por otra parte tachar como falta la conducta atribuida 
a Fernando Bonnet de no ordenar la tipiþcaci·n de la sangre, por 
lo que procede casar la sentencia impugnada y enviarla a þn de 
que se realice una nueva valoración de las pruebas;

Considerando, que por otra parte, en cuanto a la Clínica Gómez 
Pati¶o, tal y como aþrma en su memorial, los motivos dados por 
la Corte a-qua para justiþcar su comitencia respecto de Fernando 
Bonnet, son errados, ya que la idea de comitencia está basada en 
el lazo de subordinación o poder de dirección de esta sobre su 
preposé, lo que no ocurre en el presente caso, ya que la Clínica 
Gómez Patiño lo único que exige a los médicos que sirven en ella 
es respetar y actuar en base a la ética y las buenas costumbres, 
normales en toda profesión, pero no traza pautas a los médicos 
sobre los pacientes que debe examinar ni cómo examinarlos u 
operar, sino que gozan de plena autonomía para el ejercicio de 
su profesión, siendo éstos los que determinan los pasos a seguir. 
Que las clínicas lo que ofrecen son sus facilidades, mediante la 
correspondiente retribución; por lo que igual procede casar la 
sentencia en este aspecto;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por 
violaciones a las reglas cuya observancia esté a cargo de los jueces, 
las costas pueden ser compensadas;
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 Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso de 
casación incoado por Fernando José Bonnet Cordero y la Clínica 
Gómez Patiño, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de 
Santo Domingo el 21 de marzo del 2007, actuando como tribunal 
de envío, cuyo dispositivo se encuentra copiado en parte anterior 
de esta sentencia; casa la referida decisión, y envía el asunto por 
ante la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas. 

Así ha sido hecho y juzgado por las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por las 
mismas, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, Capital de la República, en su audiencia del 5 de 
septiembre del 2007, años 164º de la Independencia y 145º de la 
Restauración.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Hugo 
Álvarez Valencia, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Julio 
Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés 
Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, 
Pedro Romero Confesor y José E. Hernández Machado.

La presente sentencia ha sido dada y þrmada por los se¶ores 
Jueces que þguran en su encabezamiento, en la audiencia 
p¼blica del d²a, mes y a¶o en ®l expresados, y fue þrmada, le²da 
y publicada por m², Secretaria General, que certiþco. Grimilda 
Acosta, Secretaria General. 



SENTENCIA DEL 5 DE SEPTIEMBRE DEL 2007, No. 2
Sentencia impugnada:	 Tercera Sala de la Cámara Penal de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 30 
de marzo del 2007.

Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 Sonneti Internacional, S. A.
Abogados:	 Dres. Rafael Wilamo Ortiz y Juan José 

Jiménez y Licdos. Marino Hernández Brito 
y Gilda Francisco Espinal.

LAS CćMARAS REUNIDAS

Casa

Audiencia pública del 5 de septiembre del 2007.
Preside: Jorge A. Subero Isa.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública, la sentencia 
siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la razón social 
Sonneti Internacional, S. A., sociedad comercial organizada 
de conformidad con las leyes de la República de Panamá, con 
domicilio de elección en la calle Arzobispo Meriño No. 208, Apto. 
202 de esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada 
por la Tercera Sala de la Cámara Penal de la corte de Apelación 
del Distrito Nacional el 30 de marzo del 2007, cuyo dispositivo 
aparece copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;
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Visto el escrito de los Dres. Rafael Wilamo Ortiz, Juan José 
Jiménez y los Licdos. Marino Hernández Brito y Gilda Francisco 
Espinal, en nombre y representación de la recurrente, depositado el 
26 de abril del 2007, mediante el cual interponen dicho recurso;

Visto la resolución núm. 1583-2007 de las Cámaras Reunidas de 
la Suprema Corte de Justicia del 19 de junio del 2007, que declaró 
admisible el presente recurso de casación; 

Visto la Ley núm. 25-91 de 1991, Orgánica de la Suprema Corte 
de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 1997;

Visto el auto dictado el 30 de agosto del 2007 por el Magistrado 
Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
mediante el cual llama a los magistrados Hugo Álvarez Valencia 
y Julio Aníbal Suárez para integrar las Cámaras Reunidas en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con la Ley núm. 684 de 1934;

Las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de Justicia, por 
tratarse de un segundo recurso de casación sobre el mismo punto, 
de conformidad con lo que dispone el artículo 15 de la Ley núm. 
25-91 del 15 de octubre de 1991, Orgánica de la Suprema Corte 
de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 1997 en audiencia 
pública del 13 de junio del 2007, estando presentes los Jueces 
Jorga A. Subero Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, Primer 
Sustituto de Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc, Segunda 
Sustituta de Presidente; Juan Luperón Vásquez, Margarita 
A. Tavárez, Julio Ibarra Ríos, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa 
Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. Fernández 
Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. Hernández Machado, 
asistidos de la Secretaria General y, vistos los artículos 24, 100, 
128, 393, 398, 399, 418, 419, 425, 426 y 427 del Código Procesal 
Penal y 65 de Ley sobre Procedimiento de Casación, los jueces 
signatarios de este fallo; 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se reþere son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 28 de junio de 1999 la razón social Sonneti 
Internacional, S. A., interpuso una querella con constitución en 
parte civil contra Nelsy Ramona Medrano de Mejía por violación 
al artículo 405 del Código Penal, al ésta emitir varios cheques con 
cargo a una cuenta en dólares, los cuales no fueron pagados 
porque dicha cuenta era inválida; b) que la Primera Sala de la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional fue apoderado para conocer el fondo del asunto, el cual 
dictó su sentencia el 29 de enero del 2003, cuyo dispositivo 
aparece copiado más adelante; c) que con motivo del recurso de 
apelación interpuesto por la compañía Sonneti Internacional, S. 
A. la Primera Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Distrito Nacional pronunció su sentencia el 3 de octubre del 
2005, cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Declara 
bueno y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación 
interpuesto por los Dres. Rafael Wilamo Ortiz y Felipe José Salas, 
actuando a nombre y representación de la sociedad Sonnetti 
Internacional, S. A., en fecha seis (6) del mes de marzo del año 
dos mil tres (2003), en contra de la sentencia marcada con el No. 
71-2003, de fecha 29 de enero del 2003, dictada por la Primera 
Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, por haber sido hecho en tiempo hábil y 
conforme a la ley, en sus atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo es el siguiente: ôPrimero: Ratiþca el defecto pronunciado 
en cámara en contra de la señora Nelsy Ramona Medrano, por no 
comparecer no obstante haber sido legal y regularmente citada 
para la audiencia de fecha 18 de diciembre del 2002, fecha en que 
se conoció el fondo del proceso; Segundo: Declara a la señora 
Nelsy Ramona Medrano, de generales que constan, no culpable 
de violar las disposiciones del artículo 405 del Código Penal 
Dominicano, en perjuicio de la sociedad Sonnetti Internacional, 
S. A., por insuþciencias de pruebas, y en consecuencia, la descarga 
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de toda responsabilidad penal con relación al presente caso; 
Tercero: Declara buena y válida en cuanto a la forma la constitución 
en parte civil realizada por el Dr. Marcos Antonio López Arboleda, 
en representación del señor Lic. Ramón Mercedes Reyes, 
representante comercial en la República Dominicana de la 
sociedad Sonnetti Internacional, S. A., a través de los Dres. Rafael 
Wilamo Ortiz, César Severino y Guillermo Soto Rosario, en 
contra de la señora Nelsy Ramona Medrano, por haber sido hecha 
conforme a la ley, que rige la materia; Cuarto: En cuanto al fondo 
de dicha constitución se rechaza por improcedente, mal fundada 
y carente de base legal, toda vez que el tribunal no le retuvo falta 
civil a la señora Nelsy Ramona Medrano; Quinto: Condena a la 
parte civil constituida al pago de las costas del procesoõ; 
SEGUNDO: Pronuncia el defecto en contra de la señora Nelsy 
Ramona Medrano, por no haber comparecido no obstante 
citación legal; TERCERO: En cuanto al fondo, la Corte, después 
de haber deliberado y obrando por propia autoridad, revoca el 
ordinal cuarto (4to.) de la sentencia recurrida y en tal sentido se 
condena a la señora Nelsy Ramona Medrano, a pagar a favor de 
la sociedad Sonnetti Internacional, S. A., los siguientes valores: a) 
la suma de Doscientos Cuarenta Mil Dólares (US$240,000.00) 
como restitución del monto total a que ascienden los cheques 
emitidos sin las correspondientes provisiones de fondos; b) la 
suma de Tres Millones de Pesos (RD$3,000,000.00) como justa 
reparación por los daños materiales y morales recibidos por la 
sociedad Sonnetti Internacional, S. A.; CUARTO: Conþrma la 
sentencia recurrida en todos los demás aspectos por ser justa y 
reposar sobre base legal; QUINTO: Condena a la señora Nelsy 
Ramona Medrano, al pago de las costas civiles, distrayendo las 
mismas a favor y provecho de la Licda. Gilda M. Francisco Espinal 
y el Dr. Rafael Wilamo Ortiz, quienes aþrma haberlas avanzado 
en su totalidad; SEXTO: Se þja para el 3 de octubre del 2005 la 
lectura íntegra de la presente sentencia, vale citación para las 
partes presentes; S£PTIMO: Se comisiona a Virgilio Martínez, 
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Alguacil de Estrados de la Primera Sala de la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Distrito Nacional, para que proceda a la 
notiþcaci·n de la presente sentenciaó; d) que esta sentencia fue 
recurrida en casación por Nelsi Medrano Alvarez pronunciando 
la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia su sentencia el 18 
de enero del 2006, casando la sentencia recurrida y enviando el 
asunto ante la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santo Domingo, la cual actuando como 
tribunal de envío, pronunció la sentencia el 3 de julio del 2006, 
objeto del presente recurso de casación, cuyo dispositivo reza 
como sigue: “PRIMERO: Se rechaza el recurso de apelación 
interpuesto por el Dr. Rafael Wilamo Ortiz, en nombre y 
representación de la sociedad Sonnetti International, S. A., el 6 de 
marzo del 2003; en contra de la sentencia No. 71-03, del 29 de 
enero del 2003, dictada por la Primera Sala de la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo 
dispositivo es el siguiente: ôPrimero: Ratiþca el defecto pronunciado 
en cámara en contra de la prevenida Nelsy Ramona Medrano, por 
no comparecer no obstante haber sido legal y regularmente citada 
para la audiencia del 18 de diciembre del 2002, de fecha en que se 
conoció el fondo del proceso; Segundo: Declara a la prevenida 
Nelsy Ramona Medrano, de generales que constan no culpable, 
de violar las disposiciones del artículo 405 del Código Penal 
Dominicano, en perjuicio de la sociedad Sonnetti Internacional, 
S.A., por insuþciencia de pruebas y en consecuencia lo descarga 
de toda responsabilidad penal con relación al presente caso; 
Tercero: Declara buena y válida en cuanto a la forma la constitución 
en parte civil realizada por el Dr. Marco Antonio López Arboleda, 
en representación del Lic. Ramón Mercedes Reyes, representante 
comercial en la República Dominicana de la sociedad Sonnetti 
Internacional, S. A., a través los Dres. Rafael Wilamo Ortiz, César 
Severino y Guillermo Soto Rosario, en contra de la Sra. Nelsy 
Ramona Medrano, por haber sido hecha conforme a la ley que 
rige la materia; Cuarto: En cuanto al fondo de dicha constitución 
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se rechaza por improcedente, mal fundada y carente de base legal, 
toda vez que el tribunal no le retuvo falta civil a la prevenida 
Nelsy Ramona Medrano; Quinto: Condena a la parte civil 
constituida al pago de las costas del procesoõ; SEGUNDO: Se 
conþrma en todos sus aspectos la sentencia recurrida; TERCERO: 
Se condena a la parte recurrente Sonnetti International, S. A., al 
pago de las costas procesalesó; e) que recurrida en casaci·n la 
referida sentencia por Sonetti Internacional, S. A. las Cámaras 
Reunidas dictó el 28 de septiembre del 2006 la Resolución núm. 
2819-2006 mediante la cual declaró admisible dicho recurso y 
pronunció su sentencia el 6 de diciembre del 2006, casando la 
sentencia impugnada y enviando el asunto ante la Tercera Sala de 
la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, 
la cual actuando como tribunal de envío, pronunció la sentencia 
el 30 de marzo del 2007, objeto del presente recurso de casación, 
cuyo dispositivo reza como sigue: “PRIMERO: Rechaza el 
recurso de apelación interpuesto por los Dres. Rafael Wilamo 
Ortiz, Joaquín López Santos y Juan José Jiménez Grullón, 
actuando a nombre y representación de Sonneti Internacional, S. 
A., interpuesto el 6 de marzo del 2003; contra la sentencia No. 
71-2003 del 29 de enero del 2003, dictada por la Primera Sala de 
la Cámara Penal del Juzgado de primera Instancia del Distrito 
Nacional; SEGUNDO: Conþrma en todas sus partes la sentencia 
No. 71-2003 del 29 de enero del 2003, dictada por la Primera Sala 
de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, cuyo dispositivo es el siguiente: ôPrimero: Ratiþcamos 
el defecto pronunciado en cámara en contra de la prevenida Nelsy 
Ramona Medrano, por no comparecer no obstante haber sido 
legal y regularmente citada para la audiencia del 18 de diciembre 
del 2002, fecha en que se conoció el fondo del proceso; Segundo: 
Declara a la prevenido Nelsy Ramona Medrano, de generales que 
constan, no culpable de violar las disposiciones del artículo 405 
del Código Penal Dominicano, en perjuicio de la sociedad Sonneti 
Internacional, S. A., por insuþciencias de pruebas y en consecuencia 
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la descarga de toda responsabilidad penal con relación al presente 
caso; Tercero: Declara buena y válida en cuanto a la forma, la 
constitución en parte civil realizada por el Dr. Marco Antonio 
López Arboleda, en representación del señor Lic. Ramón 
Mercedes Reyes, representante comercial en la República 
Dominicana de la sociedad Sonneti Internacional, S. A., a través 
de los Dres. Rafael Wilamo Ortiz, César Severino y Guillermo 
Soto Rosario, en contra de la señora Nelsy Ramona Medrano, por 
haber sido hecha conforme a la ley que rige la materia; Cuarto: En 
cuanto al fondo de dicha constitución se rechaza por improcedente, 
mal fundada y carente de base legal, toda vez que el tribunal no le 
retuvo falta civil a la prevenida Nelsy Ramona Medrano; Quinto: 
Condena a la parte civil constituida al pago de las costas del 
procesoõ; TERCERO: Condena a la recurrente Sonneti 
Internacional, S. A., al pago de las costas procesalesó; f) que 
recurrida nuevamente en casación por la razón social Sonneti 
Internacional, S. A. las Cámaras Reunidas dictó el 19 de junio del 
2007 la Resolución No. 1583-2007 mediante la cual declaró 
admisible el referido recurso, þj· la audiencia para el 25 de julio 
del 2007 y fue conocida ese mismo día; 

Considerando, que en el memorial depositado por los Dres. 
Rafael Wilamo Ortiz, Juan José Jiménez y los Licdos. Marino 
Hernández Brito y Gilda Francisco Espinal la compañía recurrente 
propone en apoyo a su recurso de casación lo siguiente: “Primer 
Motivo: Contradicción con un fallo de la Suprema Corte de 
Justicia; Segundo Motivo: Falta de fundamento de la sentenciaó; 
en los cuales invoca, en síntesis, lo siguiente: “que la Corte a-qua, 
al omitir juzgar respecto al aspecto penal, violó la norma procesal 
contenida en el art²culo 53 parte in-þne del C·digo Procesal 
Penal, que establece que la sentencia absolutoria no impide al 
juez pronunciarse sobre la acción civil resarcitoria válidamente, 
cuando proceda; que la Corte viola también el artículo 24 de 
dicho código, pues expresa su fundamento en forma genérica que 
no permiten saber si el juez fundó su decisión en la existencia de 
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una obligación sin causa, o la sustentó en que la causa era falsa o 
il²citaó;

Considerando, que la Corte a-qua fue apoderada por el envío 
ordenado por las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de 
Justicia, ante el recurso de casación interpuesto por la compañía 
Sonneti Internacional, S. A. contra la sentencia dictada el 3 de 
julio del 2006 por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santo Domingo;

Considerando, que la Corte a-qua para fallar como lo hizo dijo lo 
siguiente: “que el juzgador de primer grado ha dejado claramente 
establecido en la sentencia por este recurso atacada que de la 
instrucción de la causa resultó la inculpabilidad de la imputada 
Nelsy Ramona Medrano, en razón de que ni el Ministerio Público 
ni la parte civil aportaron los medios de prueba que comprometan, 
al margen de toda duda razonable, la responsabilidad penal de la 
prevenida, por violación a las disposiciones del artículo 405 del 
Código Penal Dominicano, toda vez que sus alegatos se sostienen 
exclusivamente en sus declaraciones en el plenario, los cuales per 
se no hacen prueba de las prevenciones puestas a cargo de la 
prevenida, criterio que comparte esta Tercera Sala de Corte, al 
entender que en la especie la decisión del juzgador es razonable, 
pertinente y sobre todo ajustada a los hechos imputados, por 
lo que entiende adecuado el rechazo del recurso de apelación 
que se analiza y en consecuencia conþrmar en todas sus partes 
la sentencia No. 71-2003 de fecha 29 de enero del 2003 dictada 
por la Primera Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacionaló;

Considerando, que contrario a lo expresado por la Corte, a-qua 
constan en el expediente los originales de los cheques emitidos por 
la imputada Nelsy Ramona Medrano, girados contra una cuenta 
corriente del Citibank de Puerto Rico, que al ser depositados 
para el cobro, en la cuenta corriente de la compañía Sonneti 
Internacional, S. A. fueron devueltos por òcuenta inv§lidaó, tal 
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como indican los volantes de devolución de dicho banco, con 
lo cual se comprueba la existencia de los cheques cuyo pago 
fue denegado por motivos atribuibles a la giradora, así como la 
creencia de la beneþciaria de que el cheque pod²a ser canjeado sin 
problemas y el perjuicio de la compañía Sonneti Internacional, S. 
A. de no recibir el pago, elementos que debieron ser ponderados 
por la Corte a-qua para determinar la procedencia o no de la 
acción civil resarcitoria, por lo que procede, en consecuencia la 
casación de la sentencia impugnada;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por violación 
a normas cuya observancia está a cargo de los jueces las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos, 

Resuelve:
Primero: Declara con lugar el recurso de casación interpuesto 

por Sonneti Internacional, S. A. contra la sentencia dictada el 
30 de marzo del 2007 por la Tercera Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, actuando como 
tribunal de envío, cuyo dispositivo se encuentra copiado en parte 
anterior de esta sentencia; Segundo: Casa la referida sentencia, y 
envía el asunto por ante la Segunda Cámara Penal de la Corte de 
Apelación del Distrito Nacional; Tercero: Compensa las costas. 

Así ha sido hecho y juzgado por las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por las 
mismas, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, Capital de la República, en su audiencia del 5 de 
septiembre del 2007, años 164º de la Independencia y 145º de la 
Restauración.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Hugo 
Álvarez Valencia, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Julio 
Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés 
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Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, 
Pedro Romero Confesor y José E. Hernández Machado.

La presente sentencia ha sido dada y þrmada por los se¶ores 
Jueces que þguran en su encabezamiento, en la audiencia 
p¼blica del d²a, mes y a¶o en ®l expresados, y fue þrmada, le²da 
y publicada por m², Secretaria General, que certiþco. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.



SENTENCIA DEL 5 DE SEPTIEMBRE DEL 2007, No. 3
Sentencia impugnada:	 Tercera Sala de la Cámara Penal de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 20 
de abril del 2007.

Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Luis C. Melo González y compartes.
Abogado:	 Dr. José Ángel Ordóñez González.

LAS CćMARAS REUNIDAS

Casa

Audiencia pública del 5 de septiembre del 2007.
Preside: Jorge A. Subero Isa.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, las Cámaras Reunidas de la Suprema 
Corte de Justicia, dicta en audiencia pública, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis C. Melo 
Gonz§lez, dominicano, mayor de edad, c®dula de identiþcaci·n 
personal No. 21779 serie 10, domiciliado y residente en la calle 
1ra. No. 3 sector Villa Aura, del Distrito Nacional, imputado y 
civilmente responsable; Miguel R. Vélez Gómez, tercero civilmente 
demandado, y La General de Seguros S. A., entidad aseguradora, 
contra la sentencia dictada por la Tercera Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional el 20 de abril del 
2007, cuyo dispositivo aparece copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Lic. Leonardo Peralta Méndez por sí y por los Licdos. 
Nelson Cirilo Gutiérrez Corniel y Héctor R. Corniel, en 
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representación de la parte interviniente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito del Dr. José Angel Ordóñez González, en nombre 
y representación de los recurrentes, depositado el 20 de abril del 
2007, mediante el cual interpone dicho recurso;

Visto el escrito de intervención suscrito por el Lic. Nelson Cirilo 
Gutiérrez Corniel;

Visto la resolución núm. 1675-2007 de las Cámaras Reunidas de 
la Suprema Corte de Justicia del 18 de junio del 2007, que declaró 
admisible el presente recurso de casación; 

Visto la Ley núm. 25-91 de 1991, Orgánica de la Suprema Corte 
de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 1997;

Visto el auto dictado el 30 de agosto del 2007, por el Magistrado 
Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
mediante el cual llama a los magistrados Hugo Álvarez Valencia 
y Julio Aníbal Suárez para integrar las Cámaras Reunidas en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con la Ley núm. 684 de 1934;

Las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de Justicia, por 
tratarse de un segundo recurso de casación sobre el mismo punto, 
de conformidad con lo que dispone el artículo 15 de la Ley núm. 
25-91 del 15 de octubre de 1991, Orgánica de la Suprema Corte 
de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 1997 en audiencia 
pública del 13 de junio del 2007, estando presentes los Jueces 
Jorge A. Subero Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, Primer 
Sustituto de Presidente; Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, 
Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar 
Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero 
Confesor y José E. Hernández Machado, asistidos de la Secretaria 
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General y, vistos los artículos 24, 100, 128, 393, 398, 399, 418, 
419, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal, 65 de Ley sobre 
Procedimiento de Casación y 10 de la Ley núm. 4117 sobre Seguro 
Obligatorio contra Daños Ocasionados por Vehículos de Motor, 
los jueces signatarios de este fallo; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los documentos 
a que ella se reþere son hechos constantes los siguientes: a) que el 
8 de enero del 1997 ocurrió un accidente de tránsito entre el camión 
conducido por Luis C. Melo González, propiedad de Miguel R. 
Vélez Gómez y asegurado con la General de Seguros, S. A., y el 
vehículo conducido por Luis Robles, de su propiedad, asegurado 
con Seguros Pepín, S. A., en el cual resultó el vehículo conducido 
por este último con desperfectos; b) que el Tribunal Especial de 
Tránsito del Distrito Nacional, Grupo 3, fue apoderado para 
conocer el fondo del asunto, el cual dictó su sentencia el 4 de mayo 
del 1998, cuyo dispositivo aparece copiado más adelante; c) que a 
consecuencia del recurso de apelación interpuesto por Luis C. 
Melo González, Miguel R. Vélez Gómez y la General de Seguros S. 
A., la Primera Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional dictó su sentencia el 9 de julio del 
2002, cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Ratiþca el 
defecto pronunciado en audiencia pública de fecha 19 del mes de 
junio del año 2002, contra los prevenidos Luis Robles y Luis C. 
Melo González por no comparecer, no obstante haber sido 
debidamente citados; SEGUNDO: Declara bueno y válido en 
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos por los 
señores Luis Robles (sic), Luis C. Melo González y la General de 
Seguros, S. A., en fecha 15 del mes de junio del año 1998, en contra 
de la sentencia No. 160, de fecha 4 del mes de mayo del año 1998, 
dictada por el Tribunal Especial de Tránsito, Grupo 3, Distrito 
Nacional, cuyo dispositivo es el siguiente: ‘Primero: Se declara al 
prevenido Luis M. Melo González, culpable de violar los artículos 
49, literal A, 61, literal B, ordinal 2, 65, 76 y 139 de la Ley 241, sobre 
Tránsito de Vehículos y en tal virtud se le se le condena al pago de 
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una multa de Trescientos Pesos (RD$300.00) y al pago de las costas 
penales; Segundo: Se declara al prevenido Luis Robles no culpable, 
por no haber violado la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos y en 
tal virtud las costas penales le son declaradas de oþcio a su favor, 
Tercero: Se acoge como buena y válida la constitución en parte 
civil incoada por el señor Luis Robles Metres, por órgano de sus 
abogados, licenciado Nelson Cirilo Gutierrez Corniel y Héctor 
Rubén Corniel en vista de que la misma fue llevada a cabo en 
tiempo hábil y conforme a la ley y el derecho, en contra de los 
nombrados Miguel A. Vélez Gómez en su calidad de propietario-
comitente y persona civilmente responsable, Luis C. Melo González 
en su calidad de conductor-prepos® y beneþciario de la p·liza No. 
VC-12460, que vencía el día 6 del mes de diciembre del año 1997, 
expedida por la compañía La General de Seguros, S. A., para cubrir 
los riesgos de la conducción del vehículo chasis No. 88045, marca 
Brockway, placa No. LE-5422, que conducía el señor Luis C. Melo 
González al momento del accidente igualmente es interpuesta esta 
demanda en contra de la razón social compañía La General de 
Seguros, S. A. en su calidad de þador solidario; Cuarto: En cuanto 
al fondo de esta constitución civil se declara la misma justa, por 
reposar en bases legales y conforme a la ley y el derecho de que está 
invertido (sic) el nombrado Luis Robles Metres, para incoarla en 
contra de los nombrados Miguel R. Vélez Gómez, Luis C. Melo 
González y la compañía General de Seguros, S. A., respectivamente, 
por tanto a éstas tres últimas personas, es decir a los señores Miguel 
R. Vélez Gómez, Luis C. Melo González y la compañía General de 
Seguros, S. A., se les condena justa y solidariamente a pagarle al 
nombrado Luis Robles Metres la suma de Ciento Noventa y Tres 
Mil Pesos (RD$193,000.00), como justa indemnización, para cubrir 
los daños y perjuicios de que fue víctima y objeto al destruírsele su 
vehículo por el conductor Luis C. Melo González al momento del 
accidente. Esta compensación incluye depreciación y lucro cesante; 
Quinto: Se ordena que esta sentencia le sea común, oponible y 
ejecutable a la razón social compañía La General de Seguros, S. A., 
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en su condici·n de þador solidario; Sexto: Se ordena el pago de los 
intereses civiles a favor de la parte demandante basada estos 
intereses al monto acordado en el dispositivo de esta sentencia y a 
partir de la fecha de la demanda y hasta la total ejecución de esta 
disposición; S®ptimo: Se ordena el pago de las costas civiles del 
procedimiento a favor de los licenciados Nelson Cirilo Gutiérrez y 
H®ctor Rub®n Corniel, abogados que aþrman estarlas avanzando 
en su totalidadõ; TERCERO: En cuanto al fondo de dicho recurso 
modiþca el ordinal 1 de la sentencia No. 160 de fecha 4 del mes de 
mayo del año 1998, dictada por el Tribunal Especial de Tránsito del 
Distrito Nacional, Grupo 3 y en consecuencia declara al prevenido 
Luis C. Melo González, de generales que constan, culpable de 
violar las disposiciones de los artículos 61, literal b, ordinal 2, 65, 
70 y 139 de la Ley 241, sobre Accidente de Tránsito y lo condena 
al pago de una multa de Doscientos Pesos (RD$200.00); CUARTO: 
Condena a los recurrentes Luis C. Melo González y Miguel R. 
Vélez Gómez al pago de las costas penales del proceso; QUINTO: 
En cuanto al aspecto civil, modiþca el ordinal 4to. de la sentencia 
No. 160 de fecha 4 del mes de mayo del año 1998, dictada por el 
Tribunal Especial de Tránsito del Distrito Nacional, Grupo 3 y en 
consecuencia condena a los señores Luis C. Melo González y 
Miguel R. Vélez Gómez al pago de una indemnización de Ciento 
Setenta Mil Pesos (RD$170,000.00) a favor del señor Luis Robles 
como justa reparación de los daños y perjuicios materiales sufridos 
por el, a consecuencia del accidente objeto del presente proceso. Al 
propio tiempo, conþrma los ordinales 2do. 3ero. 5to., 6to. y 7mo., 
e la sentencia dictada por l Tribunal Especial de Tránsito del 
Distrito Nacional, Grupo 3; SEXTO: Condena a los señores Luis 
C. Melo González y Miguel R. Vélez Gómez al pago de las costas 
civiles del procedimiento, con distracción de las mismas a favor y 
provecho de los licenciados Roberto Encarnación Valdez, Héctor 
Rubén Corniel y Nelson Cirilo Gutiérrez Corniel abogados de la 
parte civil constituida, quien aþrma haberlas avanzado en su 
totalidad; S£PTIMO: Comisiona al ministerial de estrados Agustín 
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Acevedo, para la notiþcaci·n de la presente sentencia a los 
prevenidos Luis C. Melo Gonz§lez y Luis Robles M.ó; d) que esta 
sentencia fue recurrida en casación por Luis C. Melo González, 
Miguel R. Vélez Gómez y la compañía La General de Seguros S. A. 
ante la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, la cual 
pronunció su sentencia el 7 de junio del 2006 casando la sentencia 
impugnada y enviando el asunto ante la Tercera Sala de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional la cual, 
actuando como tribunal de envío, pronunció su sentencia el 20 de 
abril del 2007, objeto del presente recurso de casación, cuyo 
dispositivo reza como sigue: “PRIMERO: Declara con lugar el 
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Francisco Nova 
Encarnación, actuando a nombre y en representación de Luis C. 
Melo González, Miguel R. Vélez Gómez y la compañía La General 
de Seguros, S. A., el 15 de junio de 1998, contra la sentencia No. 
160-1998, del 4 de mayo de 1998, dictada por el Tribunal Especial 
de Tránsito del Distrito Nacional, Grupo III, por las razones 
precedentemente expuestas; SEGUNDO: Excluye como persona 
civilmente responsable a la compañía aseguradora La General de 
Seguros, S. A., y en consecuencia la exime del pago de indemnización, 
por las razones expuestas ene. cuerpo de la decisión; TERCERO: 
Ordena que la presente decisión le sea común, oponible y ejecutable 
a la compañía aseguradora La General de Seguros, S. A., hasta el 
límite de la póliza que amparaba el vehículo causante del accidente, 
conforme se explica en el cuerpo de esta sentencia; CUARTO: 
Revoca el numeral quinto del dispositivo de la sentencia recurrida 
en cuanto al pago de un interés legal, por los motivos expuestos en 
el cuerpo de la presente decisión; QUINTO: Conþrma en los 
demás aspectos la sentencia recurrida; SEXTO: Condena al 
prevenido y recurrente Luis C. Melo González, al pago de las costas 
penales del proceso causadas en esta instancia judicial, y declara 
desierta las costas civiles por falta de inter®s del actor civiló; e) que 
recurrida en casación la referida sentencia por Luis C. Melo 
González, Miguel R. Vélez Gómez y la compañía La General de 
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Seguros S. A., las Cámaras Reunidas dictó en fecha 18 de junio del 
2007 la Resolución núm. 1675-2007 mediante la cual declaró 
admisible el referido recurso þjando la audiencia para el 25 de julio 
del 2007 y conocida ese mismo día; 

Considerando, que en el memorial depositado por el Dr. José Angel 
Ordóñez González los recurrentes proponen en apoyo a su recurso 
de casación, los siguientes medios: “Primer Medio: Inobservancia 
o errónea aplicación de disposiciones legales. Violación de normas 
procesales y/o constitucionales e incorrecta aplicación de la ley; 
sentencia de alzada carente de fundamentos. Omisión de estatuir; 
Segundo Medio: Incorrecta derivación probatoria; Tercer Medio: 
Indefensi·n provocada por la inobservancia de la leyó; en los cuales 
invocan, en síntesis, lo siguiente: “que la Corte a-qua vierte motivos 
parcos, anodinos e insuþcientes que dan al traste con el m®rito de la 
decisión impugnada. Son tan escuetos e insustanciales los motivos 
que ofrece dicha corte en el caso de referencia que la misma solo 
utiliza frases simplistas; que los jueces debieron contestar todos 
y cada uno de los alegatos esgrimidos por los apelantes; que la 
Corte a-qua no þj· el n¼mero de d²as que el veh²culo averiado 
estuvo fuera de servicio, ni tampoco valoró acertadamente el rubro 
indemnizatorio de la depreciación del mismo tomando en cuenta 
el vetusto año de fabricación del camión Ford que resultó con 
ligeras averías siendo una indemnización abiertamente irrazonable, 
desmesurada y exorbitante consagrada tanto por el tribunal de 
primer grado como por el tribunal de alzadaó;

Considerando, que la Corte a-qua fue apoderada por el envío 
ordenado por la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
ante el recurso de casación interpuesto por los ahora recurrentes al 
establecer que resultó incorrecto condenar a la General de Seguros, 
S. A., como þador solidario, pues la misma fue puesta en causa 
como entidad aseguradora del vehículo causante del accidente, y 
condenar además a Miguel R. Vélez Gómez, persona civilmente 
responsable, al pago de las costas penales del proceso;
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Considerando, que en ese tenor, la Corte a-qua excluyó a la General 
de Seguros, S. A. como persona civilmente responsable por ser ésta 
la compañía aseguradora del vehículo causante del accidente, y por 
ende las condenaciones civiles sólo les son oponibles, en virtud de 
lo establecido en el artículo 10 de la Ley núm. 4117 sobre Seguro 
Obligatorio contra Daños Ocasionados por Vehículos de Motor, 
vigente al momento del hecho; 

Considerando, que tanto el aspecto penal como el monto 
indemnizatorio de la sentencia impugnada en casación no fueron 
objeto de críticas por parte de esta Suprema Corte de Justicia en su 
sentencia de env²o, por lo que ambos aspectos se hicieron deþnitivos; 
en consecuencia, al conþrmar la Corte a-qua la sentencia de primer 
grado en cuanto a la multa impuesta al imputado y la suma otorgada 
a t²tulo de indemnizaci·n, las cuales hab²an sido þjadas en montos 
superiores a los establecidos en la sentencia de apelación, excedió 
los límites de su apoderamiento; por lo tanto, procede anular la 
sentencia únicamente en lo concerniente al aumento del monto 
de la indemnización y de la multa dispuestos por la Corte a-qua, 
manteniendo su vigencia estos aspectos de la sentencia dictada 
por la Primera Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional el 9 de julio del 2002, que había 
condenado a Luis C. Melo González, en su condición de imputado 
al pago de Doscientos Pesos (RD$200.00) de multa, y a éste y a 
Miguel R. Vélez Gómez, en sus calidades de personas civilmente 
responsables al pago de una indemnización de Ciento Setenta Mil 
Pesos (RD$170,000.00) a favor del señor Luis Robles; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por violación 
a normas cuya observancia está a cargo de los jueces las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos, 
Resuelve:

Primero: Declara con lugar el recurso de casación interpuesto 
por Luis C. Melo González, Miguel R. Vélez Gómez y la General 
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de Seguros, S. A. contra la sentencia dictada el 20 de abril del 2007 
por la Tercera Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Distrito Nacional, actuando como tribunal de envío, cuyo dispositivo 
se encuentra copiado en parte anterior de esta sentencia; Segundo: 
Casa por vía de supresión y sin envío los aspectos relativos al 
excedente de la multa y el aumento de la indemnizaci·n þjados por 
la sentencia impugnada; Tercero: Compensa las costas. 

Así ha sido hecho y juzgado por las Cámaras Reunidas de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por las mismas, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital 
de la República, en su audiencia del 5 de septiembre del 2007, años 
164º de la Independencia y 145º de la Restauración.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Hugo 
Álvarez Valencia, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Julio 
Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés 
Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, 
Pedro Romero Confesor y José E. Hernández Machado. 

La presente sentencia ha sido dada y þrmada por los se¶ores Jueces 
que þguran en su encabezamiento, en la audiencia p¼blica del d²a, 
mes y a¶o en ®l expresados, y fue þrmada, le²da y publicada por 
m², Secretaria General, que certiþco. Grimilda Acosta, Secretaria 
General.
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SENTENCIA DEL 25 DE SEPTIEMBRE DEL 2007, No. 4
Materia:	 Disciplinaria.
Imputado:	 Sucre Omar Duval Acosta.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituida por los jueces Jorge A. Subero Isa, 
Presidente; Rafael Luciano Pichardo, Primer Sustituto de 
Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc; Segundo Sustituto de 
Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón Vásquez, 
Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. Rodríguez de 
Goris, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Víctor José Castellanos Estrella, 
Edgar Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, Pedro 
Romero Confesor y José Enrique Hernández Machado, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 25 de septiembre del 2007, 
años 164° de la Independencia y 145° de la Restauración,  dicta 
en audiencia pública, como Tribunal Disciplinario la siguiente 
sentencia:

Sobre la acción disciplinaria seguida al Magistrado Sucre Omar 
Duval Acosta, Juez de Paz del municipio de Neyba, actualmente 
juez interino del Juzgado de la Instrucción de Atención Permanente 
del Distrito Judicial de Bahoruco, imputado de haber cometido 
faltas graves en el ejercicio de sus funciones;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol y llamar al imputado 
Magistrado Sucre Omar Duval Acosta, Juez de Paz del Municipio 
de Neyba, actualmente Juez Interino del Juzgado de la Instrucción 
de Atención Permanente del Distrito Judicial de Bahoruco, quien 
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estando presente declara sus generales y expresa asimismo que 
asume sus propios medios de defensa;

Oído a Joselina Flores Santana e Iris Neida Pachano Arismendy 
ambas Secretarias del Juzgado de la Instrucción de Atención 
Permanente del Distrito Judicial de Bahoruco, en sus generales 
y declaraciones como informantes, en relación al caso, así como 
responder a los interrogatorios de los Magistrados que integran la 
Corte y del Representante del Ministerio Público;

Oído al representante del Ministerio Público apoderar 
formalmente a la Corte, así como dar lectura al acta de acusación 
contra el prevenido y presentar las pruebas documentales y 
testimoniales que hará valer durante el proceso;

Oído al prevenido Magistrado en su propia representación 
concluir de la manera siguiente: “Primero: Que se rechacen las 
opiniones vertidas por las secretarias Joseþna Flores Santana e 
Iris Neida Pachano Arismendy totalmente por carecer de base 
legal en cuanto a que el Magistrado Sucre va a beber al Tribunal; 
Segundo: Que se rechace totalmente las conclusiones vertidas por 
el Ministerio Público en el sentido de las medidas de coerción 
que reposan en el expediente; Tercero: Que se ratiþque en todas 
sus partes el seguimiento de su cargo como Juez de Atención 
Permanente; Cuarto: Que se valore en su justa dimensión las 
conclusiones del Magistrado Sucre Omar Duval Acostaó;

Oído al representante del Ministerio Público dictaminar: “Único: 
Que este Honorable Pleno de la Suprema Corte de Justicia tenga 
a bien sancionar al Magistrado Sucre Omar Duval Acosta, Juez 
de Paz del Municipio de Neyba y actualmente Juez Interino del 
Juzgado de la Instrucción de Atención Permanente del Distrito 
Judicial de Bahoruco, con la destituci·nó; 

Resulta, que con motivo de una denuncia por mala conducta en 
el ejercicio de sus funciones formulada por Iris Neyda Pachano 
Arismendy y Joselina Flores ambas secretarias del Juzgado de 
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la Instrucción de Atención Permanente del Distrito Judicial de 
Bahoruco, contra el Magistrado Sucre Omar Duval Acosta, Juez 
Interino por ante ese Tribunal, el Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia dispuso una investigación del caso a cargo del Lic. 
Joselín Moreta Carrasco, Juez de la Cámara Penal de la Corte de 
Apelación del Departamento Judicial de Bahoruco;

Resulta, que a la vista del referido informe, el Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia þj· por auto del 7 de agosto del 2007 
el conocimiento de la audiencia en Cámara de Consejo para el día 
25 de septiembre del 2007;

Resulta, que celebrada la audiencia en la indicada fecha se 
procedi· a la instrucci·n de la misma en la forma que þgura 
transcrita en parte anterior del presente fallo;

Considerando, que de los testimonios y declaraciones de las 
informantes ofrecidas en audiencia al Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia, así como de los documentos, informes y piezas que 
obran en el expediente, se ha podido determinar como hechos 
relevantes las siguientes: a) que el Magistrado en reiteradas 
ocasiones procedía a requerirles, mediante presiones a Iris Neyda 
Pachano Arismendy y a Joselina Flores Santana secretarias y 
oþcinista respectivamente, del Juzgado de la Instrucci·n de la 
Atención Permanente del Distrito Judicial de Bahoruco rehacer 
varios dispositivos de resoluciones que habían sido pronunciadas 
durante todo el año 2006, motivado en el hecho de que su 
desempeño iba a ser evaluado por sus superiores conforme a la 
Ley de Carrera Judicial; b) Que acostumbraba a asistir al Tribunal 
a realizar sus funciones en maniþesto estado de embriaguez; c) 
Que las actuaciones y singular comportamiento del Magistrado 
han generado múltiples comentarios negativos en el seno de la 
comunidad en donde realiza su magistratura;   

Considerando, que se impone admitir, que los hechos antes 
mencionados, debidamente establecidos en el Plenario, cometidos 
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por el Magistrado Sucre Omar Duval Acosta, constituyen faltas 
graves en el ejercicio de sus funciones, en violación al inciso 13 
del art²culo 66 de la Ley de Carrera Judicial lo que justiþca la 
separación del cargo que ocupa como Juez de Paz del municipio 
de Neyba y actualmente juez interino del Juzgado de Instrucción 
de Atención Permanente del Distrito Judicial de Bahoruco;

Considerando, que es deber de los jueces desempeñar con interés, 
ecuanimidad, dedicaci·n, eþciencia, probidad, imparcialidad y 
diligencia las funciones a su cargo, observando buena conducta y 
evitando la comisión de faltas disciplinarias;

Considerando, que cuando los jueces cometen faltas disciplinarias 
o no cumplan con los deberes y las normas establecidas, serán 
disciplinarias y administrativamente responsables y sancionados 
según la gravedad de la falta;

Considerando, que el régimen disciplinario tiene por objeto 
procurar que los jueces cumplan leal, eþciente y honestamente 
sus deberes y responsabilidades, a þn de mantener el mejor 
rendimiento del Poder Judicial, así como propender el adecuado y 
correcto ejercicio de los derechos y prerrogativas que se consagran 
a favor de los jueces;

Considerando, que asimismo, el objeto de la disciplina judicial 
es sancionar el menosprecio a las leyes, incentivar la observancia 
de una buena conducta y el cumplimiento de los deberes oþciales 
por parte de los funcionarios y empleados judiciales;

Considerando, que asimismo, la integridad de la conducta del 
Juez, aún fuera del ámbito estricto de la actividad jurisdiccional 
debe contribuir a una fundada conþanza de los ciudadanos en la 
judicatura;

Considerando, que para dicho logro, tal y como lo establece el 
Código Modelo Iberoamericano de Ética Judicial, “el juez íntegro 
no debe comportarse de una manera que un observador razonable 
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considere gravemente atentatoria contra los valores y sentimientos 
predominantes en la sociedad en que presta funci·nó. 

Por tales motivos: La Suprema Corte de Justicia, administrando 
justicia, en nombre de la República, por autoridad de la Ley y 
visto los artículos 67 inciso 5 de la Constitución de la República; 
artículo 60 y 65 inciso 13 de la Ley de Carrera Judicial;  147 inciso 
16 y 149 inciso 6 del Reglamento de Carrera Judicial, los cuales 
fueron leídos en audiencia pública y copiados a la letra expresan: 
artículo 67 inciso 5 “Corresponde exclusivamente a la Suprema 
Corte de Justicia… ejercer la más alta autoridad disciplinaria sobre 
todos los miembros del Poder Judicial, pudiendo imponer hasta 
la suspensión o destitución, en la forma que determine la ley; 
artículo 60 de la Ley de Carrera Judicial: “Los Jueces del orden 
judicial sujetos a la presente ley, incurren en la falta disciplinaria sí 
dejan de cumplir sus deberes y las normas de trabajo establecidas, 
si ejercen incorrectamente o en forma desviada de sus derechos 
y prerrogativas, si desconocen las ordenes legítimas de sus 
superiores jerárquicos o incurren en cualesquiera de las causas de 
sanción disciplinaria prevista en la presente ley y sus reglamentos 
o en la violación de otras disposiciones sobre la materia, emanadas 
de autoridades competentesó;  art²culo 66 inciso 13 de la Ley de 
Carrera Judicial: “ Son faltas graves, que dan lugar a destitución, 
según lo juzgue la Suprema Corte de Justicia, las siguientes…. 13) 
Presentarse al trabajo en estado de embriaguez o bajo el inÿujo 
de sustancias narc·ticas o estupefacientesó; art²culo 147 inciso 
16 del Reglamento de Carrera Judicial: “además de los deberes 
puestos a cargo de los jueces por el artículo 41 de la Ley, y por 
cualquier otro texto legal, éstos deberán observar los siguientes… 
16.- Tener un comportamiento acorde con los  principios y las 
normas que constituyen la esencia de los tratados de moral 
social, los códigos de ética profesional, los instrumentos y las 
v²as de relaciones humanas civilizadasó; y art²culo 149 inciso 6 
del Reglamento de Carrera Judicial: “A los jueces sujetos a la ley, 
además de las prohibiciones impuestas por el artículo 44, y por 
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cualquier otra Ley o Reglamento, les está prohibido: 6.- Cometer 
actos lesivos a la moral o que promuevan el escándalo público en 
la institución o cualquiera de sus dependencias, dentro o fuera del 
horario normal de trabajoó. 

FALLA:
Primero: Declara culpable al Magistrado Sucre Omar Duval 

Acosta, Juez de Paz del municipio de Neyba, actualmente juez 
interino del Juzgado de la Instrucción de Atención Permanente del 
Distrito Judicial de Bahoruco, por haber cometido faltas graves en 
el ejercicio de sus funciones y en consecuencia, se dispone como 
sanción disciplinaria la destitución de su cargo; Segundo: Ordena 
la comunicación de la presente sentencia al Procurador General 
de la República; a la Dirección General de Carrera Judicial, a la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de Barahona; y 
publicada en el Boletín Judicial.  

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa 
Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. Fernández 
Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. Hernández 
Machado.

La presente sentencia ha sido dada y þrmada por los Jueces que 
þguran m§s arriba, el mismo d²a, mes y a¶o en ella expresados lo 
que yo, Secretaria General, certiþco. G.V.C.



E
l P

le
no

SENTENCIA DEL 26 DE SEPTIEMBRE DEL 2007, No. 5
Resoluci·n impgunada:	 Primera Sala de la Cámara Penal de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 8 de 
marzo del 2007.

Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Providencia Gautreaux y compartes.

LAS CćMARAS REUNIDAS

Audiencia pública del 26 de septiembre del 2007.
Preside: Jorge A. Subero Isa.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia, dicta en audiencia pública, la sentencia siguiente: 

Sobre el apoderamiento hecho por la Primera Sala de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional mediante 
sentencia de fecha 8 de marzo del 2007 del expediente núm. 
2007-1233 a cargo de Providencia Gautreaux, Eneroliza Andújar 
Acosta, Zoraida Chahín, María Toribio, Lilian Hernández, José 
Batista, Carlos Manuel Ramírez Báez, Diógenes Canaán, Víctor 
Rodríguez, Zoraida del Río, Alberto Torres, Julián Roa y Dámaso 
Piña, por alegada violación a las Leyes 5797 del 12 de enero de 
1962; 5869 del 24 de abril de 1962 y 1542 de Registro de Tierras, 
y los artículos 123, 130, 131, 198, 258, 394, 395, 396, 150, 151 y 
390 del Código Penal;

Oído al alguacil de turno llamar a los coimputados;

Oído al representante del ministerio público;

Oído al abogado representante del actor civil;

Oído a los abogados de los coimputados; 
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Visto el artículo 67, inciso 1 de la Constitución de la República;

Visto la Ley núm. 25-91, del 15 de octubre de 1991, Orgánica de 
la Suprema Corte de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156-97 
de 1997;

Considerando, que en el expediente formado con motivo 
del presente recurso, consta: a) que el 19 de abril del 2006 el 
Magistrado Procurador Fiscal Adjunto del Distrito Nacional 
ordenó el archivo del expediente sobre la querella interpuesta el 
23 de enero del 2006 por la Junta de Vecinos Edda, representada 
por Luis Carreras Arias, en contra Providencia Gautreaux, 
Eneroliza Andújar Acosta, Zoraida Chahín, María Toribio, Lilian 
Hernández, José Batista, Carlos Manuel Ramírez Báez, Diógenes 
Canaán, Víctor Rodríguez, Zoraida del Río, Alberto Torres, Julián 
Roa y Dámaso Piña, por alegada violación a las Leyes 5797 del 
12 de enero de 1962; 5869 del 24 de abril de 1962 y 1542 de 
Registro de Tierras, y los artículos 123, 130, 131, 198, 258, 394, 
395, 396, 150, 151 y 390 del Código Penal; b) que la Junta de 
Vecinos Edda objetó dicha decisión ante la Coordinadora de los 
Juzgados de la Instrucción, la cual apoderó al Primer Juzgado 
de la Instrucción del Distrito Nacional, que dictó la resolución 
el 26 de mayo del 2006, rechazando la objeción al archivo del 
expediente promovida por la Junta de Vecinos Edda; c) que con 
motivo del recurso de apelación interpuesto la Junta de Vecinos 
Edda, la Tercera Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Distrito Nacional dictó la resolución el 6 de julio del 2006, 
mediante la cual declaró inadmisible por tardío el recurso de 
apelación; d) que esta sentencia fue recurrida en casación por 
la Junta de Vecinos Edda ante la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, la cual casó la sentencia impugnada y envió el 
asunto para una nueva valoración del recurso de apelación ante 
la Primera Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Distrito Nacional; e) que esta Corte mediante sentencia de fecha 
8 de marzo del 2007 pronunció su incompetencia y envió del 
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asunto ante la Suprema Corte de Justicia para su conocimiento, 
por haber advertido que la coimputada Providencia Gautreaux, 
ostenta el cargo de Juez Presidente de la Segunda Sala de la Corte 
de Trabajo del Distrito Nacional; que mediante auto se þj· el 26 
de septiembre del 2007 para el conocimiento por el pleno de la 
Suprema Corte de Justicia del asunto de que se trata;

Considerando, que el inciso 1ro. del artículo 67 de la 
Constitución de la República le atribuye a la Suprema Corte de 
Justicia competencia para conocer en única instancia de las causas 
penales seguidas al Presidente y al Vicepresidente de la República, 
a los senadores, diputados, secretarios de Estado, subsecretarios 
de Estado, Jueces de la Suprema Corte de Justicia, Procurador 
General de la República, Jueces y Procuradores Generales de las 
Cortes de Apelación, Abogados del Estado ante el Tribunal de 
Tierras, Jueces del Tribunal Superior de Tierras, a los miembros del 
Cuerpo Diplomático, de la Junta Central Electoral, de la Cámara 
de Cuentas y los Jueces del Tribunal Contencioso Tributario;

Considerando, que en la especie la coimputada Providencia 
Gautreaux ostenta el cargo de Juez de la Segunda Sala de la Corte 
de Trabajo del Distrito Nacional, y por lo tanto es uno de los 
funcionarios de la Naci·n a que se reþere el inciso 1ro. del art²culo 
67 de la Constitución de la República;

Considerando, que la Primera Sala de la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Distrito Nacional mediante sentencia de 
fecha 8 de marzo del 2007 envió ante esta Suprema Corte de 
Justicia el presente proceso judicial, a þn de conocer del recurso 
incoado por la Junta de Vecinos Edda, en razón del privilegio de 
jurisdicción que goza la coimputada Providencia Gautreaux; no 
obstante, en virtud del numeral 1 del artículo 67 de la Constitución 
de la República, antes transcrito, corresponde exclusivamente a 
la Suprema Corte de Justicia conocer en única instancia de las 
causas penales seguidas, entre otros funcionarios del Estado, a los 
Jueces de Cortes de Apelación; de lo cual se deriva, a juicio de este 
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Pleno, que es en instancia única y no como tribunal de alzada, que 
esta Corte tiene capacidad legal para procesar el presente caso 
donde þgura como coimputado un Juez de Corte de Apelaci·n; 
por lo que la referida decisión de envío ante este Pleno resulta 
inadmisible.

Por tales motivos, 

Falla:
ÚNICO: Declara inadmisible el apoderamiento realizado por 

la Primera Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Distrito Nacional, mediante sentencia del 8 de marzo del 2007 
en ocasión del recurso de apelación interpuesto por la Junta de 
Vecinos Edda, en contra de la resolución núm. 332-06, del 26 de 
mayo del 2006, emitida por el Primer Juzgado de la Instrucción 
del Distrito Nacional.

Dado en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República Dominicana, hoy 26 de septiembre 
del año dos mil siete (2007), años 164º de la Independencia y 145º 
de la Restauración.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Enilda Reyes 
Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor 
José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar 
Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero 
Confesor y José E. Hernández Machado.

La presente sentencia ha sido dada y þrmada por los se¶ores 
Jueces que þguran en su encabezamiento, en la audiencia 
p¼blica del d²a, mes y a¶o en ®l expresados, y fue þrmada, le²da 
y publicada por m², Secretaria General, que certiþco. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.
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SENTENCIA DEL 26 DE SEPTIEMBRE DEL 2007, No. 6
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 21 
de mayo del 2007.

Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 Cervecería Nacional Dominicana, C. por A.
Abogado:	 Dr. Elis Jiménez Moquete.

LAS CćMARAS REUNIDAS

Casa

Audiencia pública del 26 de septiembre del 2007.
Preside: Jorge A. Subero Isa.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública, la sentencia 
siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cervecería 
Nacional Dominicana, C. por A., tercero civilmente demandado, 
contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, el 21 de mayo del 
2007, cuyo dispositivo aparece copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito del Dr. Elis Jiménez Moquete, a nombre y 
representación de los recurrentes, depositado el 4 de junio del 
2007 mediante el cual interponen dicho recurso;
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Visto la resolución núm. 2146-2007 de las Cámaras Reunidas de 
la Suprema Corte de Justicia del 26 de julio del 2007, que declaró 
admisible el presente recurso de casación; 

Visto la Ley núm. 25-91 de 1991, Orgánica de la Suprema Corte 
de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 1997;

Visto el auto dictado el 20 de septiembre del 2007 por el 
Magistrado Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, mediante el cual llama a los magistrados Eglys Margarita 
Esmurdoc, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y 
Edgar Hernández Mejía para integrar las Cámaras Reunidas en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con la Ley núm. 684 de 1934;

Las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de Justicia, por 
tratarse de un segundo recurso de casación sobre el mismo 
punto, de conformidad con lo que dispone el artículo 15 de la Ley 
núm. 25-91 del 15 de octubre de 1991, Orgánica de la Suprema 
Corte de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 1997 en 
audiencia pública del 29 de agosto del 2007, estando presentes los 
Jueces Jorge A. Subero Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, 
Primer Sustituto de Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Juan 
Luperón Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Víctor 
José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Darío O. 
Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor, José E. Hernández 
Machado y José A. Uribe Efres, Juez de la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Distrito Nacional, asistidos de la Secretaria 
General y, vistos los artículos 24, 100, 128, 393, 398, 399, 418, 
419, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal y 65 de Ley sobre 
Procedimiento de Casación, después de haber deliberado, los 
jueces signatarios de este fallo; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se reþere son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 25 de agosto del 2001 ocurrió un accidente de 
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tránsito en la avenida San Vicente de Paúl, próximo a la calle 
Arzobispo Fernández de Navarrete, entre el camión marca 
Mercedes Benz, propiedad de la Cervecería Nacional Dominicana, 
C. por A., asegurado con la compañía Seguros Universal América, 
C. por A., conducido por Heriberto Rafael Valerio López, y el 
vehículo marca Honda, propiedad de Secundino Ortega, 
asegurado con la compañía Unión de Seguros, C. por A., 
conducido por Te·þlo Mauricio Gonz§lez, quien result· con 
lesiones y traumas en cráneo y cuello, tórax y abdomen, curables 
de 4 a 5 meses, seg¼n certiþcado del m®dico legista; b) que el 
Juzgado de Paz Especial de Tránsito del Distrito Nacional, Sala I, 
fue apoderado para conocer el fondo del asunto, el cual dictó su 
sentencia el 27 de marzo del 2006, cuyo dispositivo aparece 
copiado más adelante; c) que a consecuencia del recurso de 
apelación interpuesto por Heriberto R. Valerio López y las 
compañías Cervecería Nacional Dominicana, C. por A., E. León 
Jiménez, C. por A. y Seguros Universal, C. por A. (continuadora 
jurídica de Seguros Universal América, C. por A.), la Tercera Sala 
de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional 
dictó su sentencia el 25 de agosto del 2006, cuyo dispositivo es el 
siguiente: “PRIMERO: Declara con lugar los recursos de 
apelación interpuestos por: 1) por el Dr. Fabián Baralt y Lic. Pablo 
Marino José, actuando a nombre y representación de Heriberto 
R. Valerio López, Cervecería Nacional Dominicana, C. por A., y 
E. León Jiménez, C. por A., en fecha siete (7) de abril de 2006, y, 
2) por el Dr. Elis Jiménez Moquete, actuando a nombre y 
representación de Heriberto R. Valerio López, Cervecería 
Nacional Dominicana, C. por A., E. León Jiménez, C. por A y 
Seguros Universal, C. por A., en fecha veinte (20) de abril de 2006, 
contra la sentencia No. 291-2006, de fecha veintisiete (27) del mes 
de marzo de 2006, dictada por el Juzgado de Paz Especial de 
Tránsito del Distrito Nacional, Sala No. I; SEGUNDO: Acoge 
parcialmente la solución pretendida en las conclusiones de los 
recurrentes y en consecuencia se procede en el orden siguiente: 
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TERCERO: Modiþca el ordinal sexto de la sentencia, para que 
exprese que la parte civilmente demandada y condenada en 
reparación lo es la Cervecería Nacional Dominicana, en su calidad 
de propietaria del vehículo causante del accidente; CUARTO: 
Modiþca el ordinal sexto de la sentencia recurrida, en cuanto al 
monto de la suma acordada de Cincuenta Mil Pesos (RD$50,000.00) 
a favor de Secundino Ortega, para que exprese la suma de Treinta 
Mil Pesos (RD$30,000.00), como justa reparación por los daños 
materiales ocasionados al vehículo de su propiedad; QUINTO: 
Revoca el ordinal séptimo de la sentencia recurrida por ser 
contraria a la Ley No. 183-02, la que derogó la Ordenanza No. 
312 que establecía el pago de los intereses; SEXTO: Modiþca el 
ordinal octavo de la sentencia recurrida y en consecuencia excluye 
a E. León Jiménez, C por A., del pago de las costas civiles del 
procedimiento; S£PTIMO: Ordena que la presente sentencia le 
sea oponible a la compañía Seguros Universal América por ser la 
aseguradora del vehículo causante del accidente; OCTAVO: 
Condena a Heriberto R. Valerio López y Cervecería Nacional 
Dominicana, C. por A., al pago de las costas civiles del 
procedimiento, en beneþcio de los Dres. Celestino Reynoso y 
Reynalda Gómez, quienes las avanzan hasta la presente instancia. 
La presente decisión por su lectura vale conocimiento y 
notiþcaci·n para las partes, las que quedaron convocadas para 
esta lectura en la audiencia de fecha siete (7) de julio del año dos 
mil seis (2006), procediendo la secretaría a la entrega de las copias 
correspondientes a las partes, de conformidad con la parte in-þne 
del art²culo 335 del C·digo Procesal Penaló; d) que esta sentencia 
fue recurrida en casación por Heriberto R. Valerio López y las 
compañías Cervecería Nacional Dominicana, C. por A. y Seguros 
Universal, C. por A. (continuadora jurídica de Seguros Universal 
América, C. por A.) ante la Cámara Penal de la Suprema Corte de 
Justicia, la que pronunció su sentencia el 10 de enero del 2007, 
casando la sentencia impugnada y enviando el asunto para la 
celebración total de un nuevo juicio ante la Cámara Penal de la 
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Corte de Apelación del Distrito Nacional para que el Presidente 
de ésta, mediante sorteo aleatorio, apodere una de sus salas, 
quedando apoderada la Segunda Sala de la referida Corte, la cual, 
actuando como tribunal de envío, pronunció su sentencia el 21 de 
mayo del 2007, objeto del presente recurso de casación, cuyo 
dispositivo reza como sigue: “PRIMERO: En cuanto a la forma, 
declara admisible el recurso de apelación interpuesto por el Dr. 
Elís Jiménez Moquete, actuando a nombre y representación del 
señor Heriberto R. Valerio López, y de las razones sociales 
Cervecería Nacional Dominicana, C. por A., E. León Jiménez, C. 
por A., y Seguros Universal, C. por A., continuadora jurídica de 
Seguros Universal América, C. por A., el 20 de abril del 2006 en 
contra de la sentencia No. 291/2006 del 27 de marzo del 2006, 
dictada por el Juzgado de Paz Especial de Tránsito del Distrito 
Nacional, Sala I, cuyo dispositivo es el siguiente: ‘Primero: Se 
declara el defecto de Heriberto R. Valerio López, dominicano, 
mayor de edad, portador de la cédula de identidad y electoral No. 
001-0808753-7, domiciliado y residente en la calle Cuarta Ediþcio 
E-2 Apartamento No. 104, Los Mina, municipio Santo Domingo; 
y Te·þlo Mauricio Gonz§lez, dominicano, mayor de edad, 
portador de la cédula de identidad y electoral No. 001-0633567-3, 
domiciliado y residente en la calle Primera No. 4 Altos, Sabana 
Perdida; por no haber comparecido a la audiencia celebrada por 
este tribunal en fecha (18 de enero del 2006), no obstante estar 
legalmente citados; Segundo: Se declara no culpable al señor 
Te·þlo Mauricio Gonz§lez Secundino, por no haber violado 
ninguna de las disposiciones de la Ley 241 sobre Tránsito de 
Vehículos, y en consecuencia se le descarga de toda responsabilidad 
penal y se declaran las cotas de oþcio a su favor; Tercero: Declara 
culpable al señor Heriberto R. Valerio López de violar los artículos 
49, letra c, 61, 65 de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos y en 
consecuencia se le condena a cumplir seis (06) meses de prisión y 
al pago de una multa de Dos Mil (RD$2,000.00) más al pago de 
las costas penales; Cuarto: Se ordena la suspensión de la licencia 
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de conducir marcada con el No. 00004323, emitida a favor del 
señor Heriberto R. Valerio López, por un período de seis (06) 
meses; Aspecto civil: Quinto: Se declara regular y válida, en cuanto 
a la forma, la constitución en parte civil intentada por los señores 
Te·þlo R. Valerio L·pez y Secundino Ortega, el primero en 
calidad de lesionado y el segundo en calidad de propietario del 
vehículo placa No. AF-G842, a través de sus abogados constituidos 
y apoderados especiales Dres. Celestino Reynoso y Reynalda 
Gómez, quienes se constituyen en parte civil en contra del señor 
Heriberto R. Valerio López, por su hecho personal y la razón 
social Cervecería Nacional Dominicana, C. X A y E. León 
Jiménez, C. X A., propietaria del vehículo envuelto en el accidente, 
persona civilmente responsable y beneþciaria de p·liza, con 
oponibilidad de la sentencia a intervenir a la compañía de seguros 
Popular, por haber sido hecha en tiempo hábil y de acuerdo a la 
ley; Sexto: En cuanto al fondo de la referida constitución en parte 
civil se acoge parcialmente en consecuencia se condena a 
Cervecería Nacional Dominicana, C. X. A., y E. León Jiménez, C. 
X. A., en sus indicadas calidades al pago de lo siguientes valores: 
a) Doscientos Mil Pesos (RD$200,000.00), a favor y provecho de 
Te·þlo Mauricio Gonz§lez, por las lesiones f²sicas recibidas por 
éste, a consecuencia del accidente de que se trata curable de 5 a 6 
meses seg¼n certiþcado m®dico depositado; y Cincuenta Mil 
Pesos (RD$50,000.00) a favor y provecho del señor Secundino 
Ortega, como justa reparación por los daños y desperfectos 
mecánicos ocasionados al vehículo de su propiedad a consecuencia 
del accidente de que se trata; Séptimo: Se condena a la razón 
social Cervecería Nacional Dominicana, C. X. A y E. León 
Jiménez C. X. A., al pago de un uno por ciento (1%) de interés 
mensual de la suma referida en el párrafo anterior, a título de 
indemnización complementaria, contados a partir de la fecha de 
la presente sentencia; Octavo: Se condena además a la razón social 
Cervecería Nacional Dominicana C. X. A y E. León Jiménez C. 
X. A., al pago de las costas civiles del procedimiento, ordenando 
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su distracción a favor y provecho del Dr. Celestino Reynoso y 
Reynalda G·mez, quienes aþrman haberlas avanzado en su 
totalidad; Noveno: Se declara la presente sentencia común, 
oponible y ejecutable hasta el monto de la póliza, a la compañía 
de seguros Seguros Universal América por ser la entidad 
aseguradora del vehículo conducido por Heriberto R. Valerio 
L·pez, al momento del accidente, conforme la certiþcaci·n 
número 0878 del 12 de marzo del 2002, expedida por la 
Superintendencia de Seguros de la República Dominicana; 
Décimo: Se comisiona al ministerial de estrados Armando Santana 
para la notiþcaci·n de la presente sentenciaõ; SEGUNDO: Acoge 
parcialmente el indicado recurso de apelación y en consecuencia: 
a) Modiþca el ordinal tercero de la sentencia, y en consecuencia 
condena al señor Heriberto R. Valerio López, al pago de una 
multa de Dos Mil Pesos (RD$2,000.00); b) modiþca el ordinal 
sexto de la sentencia para que en lo adelante se exprese que la 
parte civilmente demandada y cuya responsabilidad civil ha 
resultado comprometida lo es la razón social Cervecería Nacional 
Dominicana, C. por A., en su calidad de propietaria del vehículo 
causante del accidente, declarando que la entidad E. León Jiménez 
ha sido puesta en causa en su calidad de beneþciaria de la p·liza 
que ampara al vehículo causante del accidente, razón por la cual 
se declara la oponibilidad de la presente decisión a la compañía de 
seguros Popular, C. por A., continuadora jurídica de Seguros 
Universal América, C. por A., y c) Deja sin efecto el ordinal sexto 
de la sentencia No. 291/2006 del 27 de marzo del 2006, dictada 
por el Juzgado de Paz Especial de Tránsito del Distrito Nacional, 
Sala I. que condenó a las razones sociales Cervecería Nacional 
Dominicana, C. por A., y E. León Jiménez, C. por A., al pago de 
intereses legales, por los motivos precedentemente expuestos; 
TERCERO: Se rechazan los demás medios propuestos por la 
parte recurrente en su escrito de apelación, dadas las 
consideraciones antes expuestas en el cuerpo de la presente 
decisi·n, raz·n por la cual se conþrma en sus dem§s aspectos la 
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sentencia No. 291/2006 del 27 de marzo del 2006, dictada por el 
Juzgado de Paz Especial de Tránsito del Distrito Nacional, Sala I; 
CUARTO: Se declaran las costas del procedimiento de oþcio; 
QUINTO: Declara que la lectura íntegra de esta decisión equivale 
notiþcaci·n para las partes presentes, una vez hayan recibido 
copia de la mismaó; e) que recurrida en casaci·n la referida 
sentencia por Heriberto R. Valerio López y las compañías 
Cervecería Nacional Dominicana, C. por A. y Seguros Universal, 
C. por A. (continuadora jurídica de Seguros Universal América, 
C. por A.), las Cámaras Reunidas dictó en fecha 26 de julio del 
2007 la Resolución núm. 2146-2007 mediante la cual declaró 
inadmisible el recurso de Heriberto R. Valerio López, imputado, 
y la compañía Seguros Universal, C. por A. (continuadora jurídica 
de Seguros Universal América, C. por A.), entidad aseguradora, y 
declaró admisible el recurso de la compañía Cervecería Nacional 
Dominicana, C. por A., tercero civilmente demandado, þjando la 
audiencia para el 29 de agosto del 2007 y conocida ese mismo 
día; 

Considerando, que en el memorial depositado por el Dr. Elis 
Jiménez Moquete en su memorial, la compañía recurrente propone 
en apoyo a su recurso de casación el siguiente medio: “Unico: 
Violación al artículo 8, numeral 2), letra j de la Constitución de 
la República, artículos 24, 306, 037 y 426 párrafo 3ro. del Código 
Procesal Penal; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 49 letra 
c) 61 y 65 de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos, por falta e 
insuþciencia de motivos, carente de base legal y extra-petita, que 
hace que la sentencia recurrida òsea maniþestamente infundadaó; 
en los cuales invocan, en síntesis, lo siguiente: “que según consta 
en el acta de audiencia que se procedió a la instrucción de la causa 
en fecha 7 de mayo del 2007 el Lic. Viterbo Rodríguez, actuando 
en representación de los Dres. Celestino Reynoso y Reynalda 
Gómez, sólo representó al actor civil Secundino Ortega, por lo 
que al indicar la sentencia que concluyó a nombre de éste y del 
actor civil Te·þlo Mauricio Gonz§lez entr· en una contradicci·n; 
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así también ocurre con la recurrente Seguros Universal, C. por A., 
continuadora jurídica de Seguros Popular, C. por A. que no fue 
representada, lo cual no consta en la referida acta de audiencia; 
que la sentencia no consigna de manera clara y precisa en qué 
consistió la conducción temeraria, descuidada y el exceso de 
velocidad que probara la violación a los artículos 61 y 65 de la Ley 
No. 241 sobre Tránsito de Vehículos; que la sentencia desconoció 
el penúltimo considerando de la sentencia de fecha 10 de enero del 
2007 en el sentido de que el imputado no había sido escuchado, 
lo cual constituye una violación de índole constitucional, que al 
conþrmar la sentencia recurrida en el aspecto civil, pronunci· 
una sentencia extra-petita a favor de Te·þlo Mauricio Gonz§lez 
y en lo que respecta a la indemnización a favor del actor civil 
Secundino Ortega dio lugar a perjudicar a los únicos recurrentes 
contra la sentencia dictada por la Tercera Sala de Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Distrito Nacional que había reducido 
la indemnizaci·n de RD$50,000 þjada a su favor por la sentencia 
de primer grado a la suma de RD$30,000.00, perjudicándose con 
su propio recursoó;

Considerando, que de los medios esgrimidos en el memorial de 
casación sólo se analizará lo concerniente a los intereses de la 
recurrente Cervecería Nacional Dominicana, C. por A., ya que 
los dem§s aspectos alegados quedaron deþnitivamente juzgados 
por las Cámaras Reunidas mediante la resolución que declaró 
inadmisible el recurso del imputado y la entidad aseguradora;

Considerando, que la Corte a-qua fue apoderada por el envío 
ordenado por la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
ante el recurso interpuesto por Heriberto R. Valerio López y las 
compañías Cervecería Nacional Dominicana, C. por A. y Seguros 
Universal, C. por A. (continuadora jurídica de Seguros Universal 
América, C. por A.) al establecer que la Corte a-qua no precisó 
en qué consistió la falta y el manejo atolondrado y descuidado del 
imputado Heriberto R. Valerio López;
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Considerando, que la Corte a-qua, actuando como tribunal de 
envío, analizó el recurso de apelación interpuesto por Heriberto R. 
Valerio López y las compañías Cervecería Nacional Dominicana, 
C. por A., y Seguros Universal América, C. por A., únicos 
recurrentes, contra la sentencia de primer grado y procedió a 
conþrmar el aspecto civil de la misma;

Considerando, que como la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia procedió a casar la sentencia impugnada por efecto del 
recurso del imputado, el tercero civilmente demandado y la entidad 
aseguradora, únicos recurrentes en casación, y envió el asunto 
ante el Presidente de la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Distrito Nacional, quedando apoderada la Segunda Sala de 
esta Corte, ®sta no pod²a modiþcar la sentencia en perjuicio de 
dichos recurrentes, como sucedi· en la especie, al conþrmar la 
sentencia de primer grado en cuanto a la indemnización, la cual 
había sido reducida en apelación, por aplicación del principio de 
que nadie puede ser perjudicado por el ejercicio de su propio 
recurso; 

Considerando, que en ese tenor si bien es cierto que el tribunal 
de envío juzga con los mismos poderes que tenía el juez cuya 
sentencia fue casada, no es menos cierto que no se trata de un 
nuevo juicio sino más bien una fase que se vincula a la decisión 
casada, ya que la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia al 
casar la sentencia, no retrotrae el proceso a etapas ya superadas, 
sino que abre una nueva, resultante del recurso acogido, pero 
que a¼n as², recoge la inÿuencia de lo acontecido en las etapas 
precedentes del proceso; 

Considerando, que al modiþcar la Corte a-qua la sentencia casada 
por acción de la recurrente y condenarla a una indemnización 
superior a la þjada por la Tercera Sala de la C§mara Penal de la 
Corte de Apelación del Distrito Nacional desbordó el ámbito de 
su apoderamiento; en consecuencia, procede casar la sentencia 
únicamente en lo concerniente al aumento del monto de la 
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indemnizaci·n þjada a favor de Secundino Ortega, manteniendo 
su vigencia lo decidido por la Tercera Sala de la Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Distrito Nacional mediante sentencia de 
fecha 25 de agosto del 2006, que había condenado a la compañía 
Cervecería Nacional Dominicana, C. por A., en su calidad de 
tercero civilmente demandado, al pago de una indemnización de 
Treinta Mil pesos (RD$ 30,000.00), a favor de dicho señor; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por violación 
a normas cuya observancia está a cargo de los jueces las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos, 

Resuelve:
Primero: Declara con lugar el recurso de casación interpuesto 

por la Cervecería Nacional Dominicana, C. por A. contra la 
sentencia dictada el 21 de mayo del 2007 por la Segunda Sala de 
la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, 
actuando como tribunal de envío, cuyo dispositivo se encuentra 
copiado en parte anterior de esta sentencia; Segundo: Casa por 
vía de supresión y sin envío el aspecto relativo al aumento de 
la indemnizaci·n þjada por la sentencia impugnada; Tercero: 
Compensa las costas. 

Así ha sido hecho y juzgado por las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por las 
mismas, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, Capital de la República, en su audiencia del 26 de 
septiembre del 2007, años 164º de la Independencia y 145º de la 
Restauración.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
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Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado.

La presente sentencia ha sido dada y þrmada por los se¶ores 
Jueces que þguran en su encabezamiento, en la audiencia 
p¼blica del d²a, mes y a¶o en ®l expresados, y fue þrmada, le²da 
y publicada por m², Secretaria General, que certiþco. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.
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SENTENCIA DEL 26 DE SEPTIEMBRE DEL 2007, No. 7
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

La Vega, del 27 de marzo del 2007.
Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Juan Francisco Almonte Fernández y 

compartes.
Abogado:	 Lic. Carlos Francisco Álvarez Martínez.
Interviniente:	 Domingo Ureña Rodríguez.
Abogado:	 Lic. Anselmo S. Brito Álvarez.

LAS CćMARAS REUNIDAS

Casa

Audiencia pública del 26 de septiembre del 2007.
Preside: Jorge A. Subero Isa.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública, la sentencia 
siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Francisco 
Almonte Fernández, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, 
c®dula de identiþcaci·n personal No. 5321 serie 48, domiciliado 
y residente en la calle Puerto Rico No. 60 de la ciudad de Bonao 
provincia Monseñor Nouel, imputado, Eufracio Bolívar Abreu 
Fernández, tercero civilmente demandado y, la General de 
Seguros, S. A., entidad aseguradora, contra la sentencia dictada 
por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de La Vega el 27 de marzo del 2007, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito del Lic. Carlos Francisco Álvarez Martínez, en 
representación de los recurrentes, depositado en fecha 10 de 
abril del 2007 en la secretaría de la Corte a-quo, mediante el cual 
interponen su recurso;

Visto el escrito de intervención suscrito por el Lic. Anselmo S. 
Brito Álvarez, quien actúa a nombre y representación de la parte 
interviniente, Domingo Ureña Rodríguez, depositado en fecha 22 
de mayo del 2007; 

Visto la Resolución núm. 1815 – 2007 de las Cámaras Reunidas 
de la Suprema Corte de Justicia, del 12 de julio del 2007, que 
declar· admisible el presente recurso de casaci·n y þjo audiencia 
para el día 22 de agosto del 2007; 

Visto la Ley núm. 25-91 del 15 de octubre de 1991, Orgánica de 
la Suprema Corte de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 
1997; 

Visto el auto dictado el 20 de septiembre del 2007, por el 
Magistrado Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, mediante el cual se llama a los magistrados Eglys 
Esmurdoc, Enilda Reyes Pérez, Pedro Romero Confesor y José 
E. Hernández Machado, para integrar las Cámaras Reunidas en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con la Ley núm. 684 de 1934;

Las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de Justicia, por 
tratarse de un segundo recurso de casación sobre el mismo punto, 
de conformidad con lo que dispone el artículo 15 de la Ley núm. 
25-91 del 15 de octubre de 1991, Orgánica de la Suprema Corte 
de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 1997, en audiencia 
pública del 22 de agosto del 2007, estando presentes los Jueces: 
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Jorge A. Subero Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, en 
funciones de Presidente; Juan Luperón Vásquez, Margarita A. 
Tavares, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, Julio 
Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos, Ana Rosa Bergés Dreyfous, 
Edgar Hernández Mejía y Darío O. Fernández Espinal, asistidos 
de la Secretaria General y, vistos los artículos 24, 393, 399, 418, 
419, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 65 de Ley sobre 
Procedimiento de Casación, después de haber deliberado, los 
jueces signatarios de este fallo; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los documentos 
a que ella se reþere son hechos constantes los siguientes: a) que con 
motivo de un accidente de tránsito de fecha 14 de agosto de 1997, 
entre Juan Francisco Almonte Fernández, que conducía el camión 
propiedad de Eufracio Bolívar Abreu Fernández, asegurado con 
la General de Seguros, S. A., y Domingo Ureña Rodríguez, quien 
conducía una motocicleta, resultando este último conductor 
con golpes y heridas, que le produjeron una lesión permanente 
(pérdida de la pierna derecha), la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde, pronunció 
sentencia el 29 de mayo del 2000, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; b) que con motivo del recursos de apelación incoado 
por Juan Francisco Almonte, Eufracio Bolívar Abreu Fernández 
y la General de Seguros, S. A., la Cámara Penal de la Corte de 
Apelación del Departamento Judicial de Santiago pronunció la 
sentencia del 7 de marzo del 2003, cuyo dispositivo reza como 
sigue: “PRIMERO: Se declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el recurso de apelación interpuesto por el Licdo. Freddy 
Omar Núñez, a nombre y representación de Juan Francisco 
Fernández (Sic) (coprevenido), Eufracio Bolívar Fernández, 
persona civilmente responsable y la compañía General de Seguros, 
S. A., contra la sentencia en atribuciones correccionales No. 454, 
de fecha 29 de mayo del 2000, dictada por la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde, por 
haber sido hecho de acuerdo a las normas procesales vigentes, cuyo 
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dispositivo textualmente dice así: ‘Primero: Acoge el dictamen del 
ministerio público; Segundo: Declara al coprevenido Domingo 
Ureña Rodríguez, no culpable de violar la Ley 241 sobre Tránsito 
de Vehículos, por lo que pronuncia en su favor el descargo, 
declarando adem§s las costas penales de oþcio; Tercero: Pronuncia 
el defecto en contra del coprevenido Juan Francisco Almonte 
Fernández, por no comparecer a la audiencia no obstante estar 
legalmente citado; Cuarto: Declara al coprevenido Juan Almonte 
Fernández, culpable de violar los artículos 47, 49 apartado 
d y 65 de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos en perjuicio 
de Domingo Ureña Rodríguez y, le condena a dos (2) años de 
prisión correccional, al pago de una multa de Setecientos Pesos 
(RD$700.00) y al pago de las costas penales; Quinto: Ordena la 
suspensión de la licencia de conducir de un (1) año; Sexto: Declara 
regular y válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil, 
incoada por Domingo Ureña Rodríguez, contra Eufracio Bolívar 
Abreu Fernández, en su condición de dueño del vehículo que 
ocasionó el accidente, por cumplir con los requisitos de ley que 
rigen la materia; Séptimo: En cuanto al fondo, condena a Eufracio 
Bolívar Abreu Fernández: a) al pago de una indemnización de 
Ochocientos Mil Pesos (RD$800,000.00), a favor y provecho de 
Domingo Ureña Rodríguez, como justa reparación a los daños 
físicos, morales y materiales sufridos por éste a consecuencia 
del accidente de que se trata; b) al pago de los intereses legales 
de la suma acordada, desde la fecha de la demanda en justicia 
hasta la total ejecución de la presente sentencia; c) al pago de 
las costas civiles del procedimiento, ordenando su distracción 
a favor y provecho de los Licdos. Juan Ignacio Taveras Tejada 
y Pedro Tav§rez Pimentel, quienes aþrman haberlas avanzado 
en su totalidad; Octavo: Declara común, oponible y ejecutable, 
la presente sentencia contra la General de Seguros, S. A., en 
su condición de compañía aseguradora del vehículo descrito a 
continuación: camión-volteo, marca Mack, placa No. 189872; 
Noveno: Rechaza por improcedentes, mal fundadas y carentes de 
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base legal las conclusiones del Lic. Freddy Omar Núñez, abogado 
de Juan Francisco Fernández, Eufracio Bolívar Fernández y la 
General de Seguros, S. A.; SEGUNDO: En cuanto al fondo, esta 
Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de Santiago, actuando en nombre de la República, por autoridad de 
la ley y contrario imperio, modiþca el ordinal cuarto de la sentencia 
apelada en cuanto a la pena impuesta, en tal virtud condena al 
prevenido Juan Francisco Almonte Fernández al pago de una 
multa de Setecientos Pesos (RD$700.00), solamente, acogiendo 
circunstancias atenuantes en su favor; TERCERO: Se declara 
regular y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte civil 
incoada por Domingo Ureña Rodríguez contra Eufracio Bolívar 
Abreu Fernández, persona civilmente responsable, la cual ha sido 
ratiþcada ante este tribunal, por haber sido hecha de acuerdo 
con las normas procesales vigentes; CUARTO: En cuanto al 
fondo, se conþrman todos los dem§s aspectos de la sentencia 
apelada; QUINTO: Se condena a los señores Juan Francisco 
Almonte Fernández y Eufracio Bolívar Abreu Fernández de 
manera solidaria, al pago de las costas civiles del procedimiento 
a favor de los Licdos. Juan Francisco Medrano, Jhonny Yamil 
Pe¶a y Anselmo Samuel Brito, abogados que aþrman haberlas 
avanzado; SEXTO: Se condena al prevenido Juan Francisco 
Almonte Fernández al pago de las costas penales; S£PTIMO: 
Se rechazan las conclusiones del abogado de la defensa de Juan 
Francisco Almonte y de la compañía General de Seguros, por 
improcedentesó; c) que esta sentencia fue recurrida en casaci·n 
por Juan Francisco Almonte, Eufracio Bolívar Abreu Fernández 
y la General de Seguros, S. A., pronunciando la Cámara Penal 
de la Suprema Corte de Justicia, sentencia el 2 de junio del 
2007 casando la sentencia impugnada, bajo la motivación de 
que la Corte a-qua incurrió en desnaturalización de los hechos, 
al atribuir al imputado unas declaraciones que no þguran en 
ninguna de las circunstancias del proceso, y falta de base legal, y 
enviando el asunto ante la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
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del Departamento Judicial de La Vega, la cual, actuando como 
tribunal de envío, pronunció sentencia el 27 de marzo del 2007, 
objeto del presente recurso de casación, cuyo dispositivo es el 
siguiente: “PRIMERO: Rechaza el recurso de interpuesto por el 
Lic. Freddy Omar Núñez, en representación del imputado Juan 
Francisco Almonte Fernández, el 31 de julio del 2000, en contra 
de la sentencia correccional No. 454 del 29 de mayo del 2000, 
dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Valverde, en consecuencia conþrma, la referida 
sentencia, en todas sus partes por las razones precedentemente 
expuestas; SEGUNDO: Condena al imputado Juan Francisco 
Almonte Fernández y Eufrasio Bolívar Abreu, en sus respectivas 
calidades, al pago de las costas del procedimiento ordenando su 
distracción a favor y provecho del Lic. Anselmo S. Brito Álvarez, 
quien aþrma haberlas avanzado en su totalidad; TERCERO: La 
lectura de la presente sentencia vale notiþcaci·n para las partes, 
la cual se produjo en la fecha de su encabezamientoó; d) que 
recurrida en casación la referida sentencia por Juan Francisco 
Almonte Fernández, Eufracio Bolívar Abreu y Compañía General 
de Seguros, S. A., las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de 
Justicia emitió en fecha 12 de julio del 2007 la Resolución núm. 
1815–2007, mediante la cual, declaró admisible dicho recurso y al 
mismo tiempo se þj· la audiencia para el 22 de agosto del 2007 y 
conocida ese mismo día; 

Considerando, que los recurrentes, Juan Francisco Almonte 
Fernández, Eufracio Bolívar Abreu y Compañía General de 
Seguros, S. A., en su escrito motivado depositado por sus abogados, 
alegan los medios siguientes: “Primer Medio: Inobservancia o 
errónea aplicación de disposiciones de orden legal, constitucional 
o contenidas en los Pactos Internacionales en materia de Derechos 
Humanos; Segundo Medio: Sentencia maniþestamente 
infundada. 426.3; Tercer Medio: Desproporcionalidad en 
la condenaci·nó, alegando en s²ntesis que, la Corte a-qua 
desconoció el principio de presunción de inocencia, reconocido 
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por la Suprema Corte de Justicia al casar la sentencia de primer 
grado, por no dar motivos que justiþquen la condena, esta Corte 
ha incurrido en el mismo error judicial que dio origen al envío 
por parte de la Suprema Corte de Justicia. La Corte no analizó la 
solicitud de descargo del imputado, limitándose exclusivamente 
a justiþcar las indemnizaciones impuestas, la cual a todas luces 
es irrazonable. La indemnización otorgada es desproporcional e 
injusta. Por otra parte alegan que, al conþrmar la sentencia de 
primer grado conþrmaron la condena al pago de los intereses 
legales, violando así la Ley núm. 183-02. Por último sostienen 
que, no se encuentran depositados en el expediente ni la póliza de 
seguros que amparaba el vehículo generador del accidente, ni la 
certiþcaci·n de la Direcci·n de Impuestos internos que demuestre 
la propiedad del mismo;

Considerando, que la Corte a-qua estableció como sus 
motivaciones lo siguiente: “a) Que ante el a-quo el co-prevenido 
Domingo Ureña Rodríguez, declaró lo siguiente: “Yo iba de norte 
a sur de Amina a Esperanza; el camión venía muy rápido, el camión 
iba cargando el cacajo, el me tiró ahí mismo; él se quedó con el 
motor cogido; enseguida me amputaron la pierna; ante de rebasar 
me dio; debajo del camión caí yo; cuando me iba a rebasar me dio 
con la defensaó. Declaraciones estas que no fueron contradichas 
en atención a que el conductor del referido camión nunca se 
animó a asistir a las audiencias para las cuales fue debidamente 
citado, razón por la que el a-quo le dio plena credibilidad, y 
que además dichas declaraciones no se contraponen de manera 
radical a las emitidas por el conductor del camión en la Policía 
Nacional, único lugar donde este ha declarado; b) Que esta corte 
de apelación luego de haber hecho las valoraciones respectivas 
de todas las documentaciones depositadas, así de la incidencia de 
la audiencia por ante el a-quo, decide considerar ajustada a la ley 
y al derecho la decisi·n recurrida y en consecuencia conþrma la 
misma en todos sus aspectos. Que es un hecho ostensible el que el 
accidente de tránsito al cual se ha hecho referencia en otra parte, 



64	 Boletín Judicial 1162

ciertamente ocurrió como lo describió el reclamante Domingo 
Ureña Rodríguez, y es por así decirlo un hecho incontestable 
que la consecuencia de ese accidente produjo a este señor daños 
irreparables, como es aquel entre otros, de la pérdida de un 
miembro inferior casi completo, raz·n m§s que suþciente para 
esta Corte entender que la indemnización que acordó el a-quo en 
su provecho se ajusta validamente a la realidad de su situaci·nó; 
lo que evidencia, que la Corte a-qua estableció los motivos que le 
llevaron a concluir como lo hizo, e identiþc· los motivos por lo 
que entendía más creíbles las declaraciones del motorista, dando 
motivos coherentes y basados en derecho tanto para justiþcar los 
motivos que le llevaron a fallar como lo hizo, como a imponer la 
indemnización acordada, en consecuencia procede rechazar los 
medios propuestos; 

Considerando, que en cuanto al alegato de que la Corte a-qua al 
conþrmar la sentencia de primer grado incurri· en violaci·n a la 
Ley núm. 183-02, sobre los intereses legales, dicha argumentación 
es rechazada, toda vez que el accidente ocurrió en el año 1997, y 
la ley es del año 2002, por lo que sí le es aplicable; 

Considerando, que los recurrentes sostienen además que 
no se encuentran depositados en el expediente ni la póliza de 
seguros que amparaba el vehículo generador del accidente, ni la 
certiþcaci·n de la Direcci·n General de Impuestos Internos que 
demuestre la propiedad del mismo; sin embargo, son aspectos 
que no habían sido planteados en las instancias anteriores por lo 
que no pueden ser planteados por primera vez en casación, por 
lo que son rechazados;

Considerando, que la Corte a-qua fue apoderada por el envío 
ordenado por la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
ante el recurso interpuesto por los ahora recurrentes al establecer 
que la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de Santiago incurrió en desnaturalización y falta de base 
legal al conocer el recurso de apelación interpuesto por Juan 
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Francisco Fernández, Eufracio Bolívar Fernández y General de 
Seguros, S. A., por lo que ordenó conocer de nuevo el recurso de 
apelación;

Considerando, que la Corte a-qua, actuando como tribunal de 
envío, analizó el recurso de apelación interpuesto por el imputado, 
el tercero civilmente demandado y la entidad aseguradora, únicos 
recurrentes, contra la sentencia de primer grado y procedió a 
conþrmar la misma; 

Considerando, que como la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia procedió a casar la sentencia impugnada por efecto 
del recurso del imputado, el tercero civilmente demandado y 
la entidad aseguradora, únicos recurrentes en casación, y envió 
el asunto ante la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de La Vega, ®sta no pod²a modiþcar la 
sentencia en perjuicio de dichos recurrentes, como sucedió en 
la especie, al conþrmar la sentencia de primer grado en cuanto a 
la pena impuesta, y la cual había sido reducida en apelación, por 
aplicación del principio de que nadie puede ser perjudicado por el 
ejercicio de su propio recurso; 

Considerando, que en ese tenor si bien es cierto que el tribunal 
de envío juzga con los mismos poderes que tenía el juez cuya 
sentencia fue casada, no es menos cierto que no se trata de un 
nuevo juicio sino más bien una fase que se vincula a la decisión 
casada, ya que la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia al 
casar la sentencia, no retrotrae el proceso a etapas ya superadas, 
sino que abre una nueva, resultante del recurso acogido, pero 
que a¼n as², recoge la inÿuencia de lo acontecido en las etapas 
precedentes del proceso; 

Considerando, que al modiþcar la Corte a-qua la sentencia casada 
por acción de los recurrentes y condenar al imputado a una pena 
superior a la þjada por la C§mara Penal de la Corte de Apelaci·n 
del Departamento Judicial de Santiago desbordó el ámbito de 
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su apoderamiento; en consecuencia, procede casar la sentencia 
únicamente en lo concerniente a la pena impuesta, manteniendo su 
vigencia lo decidido por la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de Santiago mediante sentencia de 
fecha 7 de marzo del 2003, que había condenado a Juan Francisco 
Fernández, en su condición de imputado, al pago de setecientos 
pesos (RD$700.00) de multa; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por violación 
a normas cuya observancia está a cargo de los jueces las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a 
Domingo Ureña Rodríguez en el recurso de casación interpuesto 
por Juan Francisco Almonte Fernández, Eufracio Bolívar Abreu 
Fernández y la General de Seguros, S. A., contra la sentencia dictada 
por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de La Vega el 27 de marzo del 2007, actuando como 
tribunal de envío, cuyo dispositivo se encuentra copiado en parte 
anterior de esta sentencia; Segundo: Declara con lugar el referido 
recurso y casa por vía de supresión y sin envío el aspecto relativo 
al aumento de la pena impuesta por la sentencia impugnada; 
Tercero: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por las 
mismas, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, Capital de la República, en su audiencia del 26 de 
septiembre del 2007, años 164º de la Independencia y 145º de la 
Restauración.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
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Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado.

La presente sentencia ha sido dada y þrmada por los se¶ores 
Jueces que þguran en su encabezamiento, en la audiencia 
p¼blica del d²a, mes y a¶o en ®l expresados, y fue þrmada, le²da 
y publicada por m², Secretaria General, que certiþco. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.



SENTENCIA DEL 26 DE SEPTIEMBRE DEL 2007, No. 8
Sentencia impugnada:	 Primera Sala de la Cámara Penal de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 4 de 
mayo del 2007.

Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Nelson Alexander Santana Rodríguez y 

compartes.
Abogados:	 Dr. Pedro P. Yermenos Forastieri y Licdos. 

Oscar A. Sánchez Grullón y Diego Torres 
González.

Interviniente:	 José Danilo Suero Jiménez.
Abogada:	 Licda. Cirila Maríñez Zabala.

LAS CćMARAS REUNIDAS

Casa

Audiencia pública del 26 de septiembre del 2007.
Preside: Jorge A. Subero Isa.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública, la sentencia 
siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nelson Alexander 
Santana Rodríguez, norteamericano, mayor de edad, cédula de 
identidad No. 048-0083242-2, domiciliado y residente en la calle 
Venus No. 13 apartamento B-202 del residencial Jardines del 
Sur de esta ciudad, imputado y civilmente demandado; Unilever 
Dominicana, S. A., tercero civilmente demandado, y Seguros 
Universal, C. por A., continuadora jurídica de Seguros Popular, 
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C. por A., entidad aseguradora, contra la sentencia dictada por 
la Primera Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Distrito Nacional el 4 de mayo del 2007, cuyo dispositivo aparece 
copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito del Dr. Pedro P. Yermenos Forastieri y los Licdos. 
Oscar A. Sánchez Grullón y Diego Torres González en nombre 
y representación de los recurrentes, depositado el 15 de mayo del 
2007, mediante el cual interponen dicho recurso;

Visto el escrito de la Licda. Cirila Maríñez Zabala, a nombre de 
la parte interviniente;

Visto la resolución núm. 1582-2007 de las Cámaras Reunidas de 
la Suprema Corte de Justicia del 21 de junio del 2007, que declaró 
admisible el presente recurso de casación; 

Visto la Ley núm. 25-91 de 1991, Orgánica de la Suprema Corte 
de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 1997;

Visto el auto dictado el 20 de septiembre del 2007 por el Magistrado 
Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
mediante el cual llama a los magistrados Edgar Hernández Mejía 
y Pedro Romero Confesor para integrar las Cámaras Reunidas en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con la Ley núm. 684 de 1934;

Las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de Justicia, por 
tratarse de un segundo recurso de casación sobre el mismo punto, 
de conformidad con lo que dispone el artículo 15 de la Ley núm. 
25-91 del 15 de octubre de 1991, Orgánica de la Suprema Corte 
de Justicia, modiþcada por la Ley n¼m. 156 de 1997 en audiencia 
pública del 8 de agosto del 2007, estando presentes los Jueces 
Jorge A. Subero Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, Primer 
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Sustituto de Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc, Segundo 
Sustituto de Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Enilda Reyes 
Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor 
José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Darío O. 
Fernández Espinal y José E. Hernández Machado, asistidos de 
la Secretaria General y, vistos los artículos 24, 100, 128, 393, 398, 
399, 418, 419, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal, 65 de Ley 
sobre Procedimiento de Casación y 10 de la Ley núm. 4117 sobre 
Seguro Obligatorio contra Daños Ocasionados por Vehículos de 
Motor, después de haber deliberado, los jueces signatarios de este 
fallo; 

Considerando, que la lectura del presente fallo estaba prevista 
para el 19 de septiembre del 2007, sin embargo fue aplazado por 
razones atendibles para ser pronunciado en la audiencia pública 
del día 26 de septiembre del 2007, a las 9:00 a.m.;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se reþere son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 24 de octubre del 2003 ocurrió en esta ciudad 
un accidente de tránsito entre el vehículo marca Mazda, propiedad 
de Unilever Dominicana, S. A., asegurado en Seguros Universal, 
C. por A., conducido por Nelson Alexander Santana Rodríguez, 
y la motocicleta marca Honda, propiedad de Carlos José Marichal 
García conducida por José Danilo Suero Jiménez, resultando este 
último con lesión de carácter permanente; b) que el Juzgado de 
Paz Especial de Tránsito del Distrito Nacional, Sala II, fue 
apoderado para conocer del fondo del asunto, el cual dictó su 
sentencia el 31 de enero del 2006, cuyo dispositivo es el siguiente: 
“PRIMERO: Declara al ciudadano Nelson Alexander Santana 
Rodríguez, de generales que constan culpable de violar las 
disposiciones contenidas en los artículos 49 literal d, 65 y 74 literal 
d de la Ley 241 sobre Tr§nsito de Veh²culos de Motor modiþcado 
por la Ley 114-99 del 16 de diciembre de 1999 que tipiþca el 
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delito de golpes y heridas, y de los hechos puestos a su cargo, en 
consecuencia, condena a cumplir una pena de nueve (9) meses de 
prisión correccional, al pago de una multa de Mil Pesos 
(RD$1,000.00) y al pago de las costas penales; SEGUNDO: 
Declara al ciudadano José Danilo Suero Jiménez, de generales 
que constan, no culpable de violar las disposiciones contenidas en 
la Ley 241 sobre Tr§nsito de Veh²culos de Motor modiþcado por 
la Ley 114-99 del 16 de diciembre de 1999, en consecuencia, lo 
descarga de toda responsabilidad penal y de los hechos puestos a 
su cargo, costas de oþcio; TERCERO: Declara, en cuanto a la 
forma, como buena y válida la constitución en parte civil incoada 
por los señores José Danilo Suero Jiménez y Carlos José Marichal 
García, por órgano de su abogada constituida y apoderada especial 
Licda. Cirila Maríñez Zabala por haber sido formalizada conforme 
a lo establecido por los artículos 3 y 63 del Código de Procedimiento 
Criminal Dominicano; CUARTO: Acoge en parte, en cuanto al 
fondo, la presente demanda en daños y perjuicios, en consecuencia, 
condena al señor Nelson Alexander Santana Rodríguez, por su 
hecho personal de manera conjunta y solidaria con la entidad 
Unilever Dominicana, S. A., en calidad de propietaria del vehículo 
causante del accidente, al pago de una indemnización por la suma 
de Quinientos Mil Pesos (RD$500,000.00) a favor y provecho del 
señor José Danilo Suero Jiménez por los daños morales y lesiones 
corporales recibidos a raíz del accidente; QUINTO: Condena a 
la entidad Unilever Dominicana, S. A. y al señor Nelson Alexander 
Santana Rodríguez en sus respectivas calidades al pago de un uno 
(1) por ciento por concepto de intereses, computados a partir de 
la fecha de la demanda en justicia de fecha 22 de octubre del 2004; 
SEXTO: Condena a la entidad Unilever Dominicana, S. A. y al 
señor Nelson Alexander Santana Rodríguez en sus predichas 
calidades al pago de las costas civiles del procedimiento y ordena 
su distracción a favor y provecho de la Licda. Cirila Maríñez 
Zabala, quien aþrma estarlas avanzando en su mayor parte; 
S£PTIMO: Declara la presente sentencia común y oponible a la 
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compañía Seguros Popular (Seguros Universal América), por ser 
la entidad aseguradora del vehículo causante del accidente hasta el 
límite de la póliza No. AU-99844, con vigencia desde el día 31 de 
diciembre del 2002 hasta el 31 de diciembre del 2003, expedida a 
favor de la entidad Unilever Dominicana, S. A.ó; c) que a 
consecuencia del recurso de apelación interpuesto por Nelson 
Alexander Santana Rodríguez y las compañías Unilever 
Dominicana, S. A. y Seguros Universal, C. por A. la Tercera Sala 
de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional 
dictó su sentencia el 18 de agosto del 2006, cuyo dispositivo es el 
siguiente: “PRIMERO: Declara con lugar el recurso interpuesto 
por los Dres. Pedro P. Yermenos Forrastieri, Oscar A. Sánchez 
Grullón e Hipólito A. Sánchez Grullón, actuando a nombre y 
representación de Nelson Alexander Santana Rodríguez, Unilever 
Dominicana, S. A. y Seguros Universal, C. por A., interpuesto en 
fecha 18 de abril del 2006, contra la sentencia No. 11-2006, de 
fecha 31 de enero del 2006, dictada por el Juzgado de Paz Especial 
de Tránsito del Distrito Nacional, Sala II; SEGUNDO: Modiþca 
el ordinal primero de la sentencia recurrida, en cuanto a la prisión 
impuesta al imputado recurrente, procediendo a la exclusión de la 
misma y permaneciendo la condena al pago de la multa establecida 
en la decisión recurrida, acogiendo a su favor las circunstancias 
atenuantes previstas en la Ley No. 241, como dictaminó el 
ministerio público; TERCERO: Modiþca el ordinal cuarto de la 
sentencia atacada en cuanto al monto de la suma acordada, 
estableciendo que la suma justa y razonable en beneþcio de Jos® 
Danilo Suero Jiménez por los daños físicos y corporales, es de 
Tres Cientos Mil Pesos (RD$300,000.00), suma que deberán 
pagar Nelson Alexander Santa Rodríguez y Unilever Dominicana, 
S. A. de forma conjunta y solidariamente entre ellos; CUARTO: 
Revoca el ordinal quinto de la sentencia sobre el pago de los 
intereses por ser contrario a la Ley No. 183-02, la que derogó la 
Ordenanza No. 312 que así lo establecía; QUINTO: Ordena que 
la presente decisión le sea común y oponible a la compañía 
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Seguros Popular (Seguros Universal América, C. por A.; SEXTO: 
Condena a las partes recurrentes al pago de las costas civiles en 
beneþcio de la Lic. Cirila Suero Jim®nez, quien las avanza hasta la 
presente instanciaó; d) que esta sentencia fue recurrida en casaci·n 
por Nelson Alexander Santana Rodríguez y las compañías 
Unilever Dominicana, S. A. y Seguros Universal, C. por A., ante 
la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, la cual pronunció 
su sentencia el 13 de diciembre del 2006 casando la sentencia 
impugnada y enviando el asunto ante la Presidencia de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, la que 
apoder· la Primera Sala de la referida Corte, a þn de conocer 
nuevamente el recurso de apelación, la cual, actuando como 
tribunal de envío, pronunció su sentencia el 4 de mayo del 2007, 
objeto del presente recurso de casación, cuyo dispositivo reza 
como sigue: “PRIMERO: Declara con lugar el recurso de 
apelación interpuesto por el Dr. Pedro P. Yermenos Forastieri y 
los Licdos. Oscar A. Sánchez Grullón e Hipólito A. Sánchez 
Grullón, actuando a nombre y representación de Nelson Santana 
Rodríguez, Unilever Dominicana, S. A., y Seguros Universal, C. 
por A., continuadora jurídica de la compañía Seguros Popular, C. 
por A., el 18 de abril del 2006, contra la sentencia No. 11-06, del 
31 de enero del 2006, dictada por el Juzgado de Paz Especial de 
Tránsito del D. N., Sala II; sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: ‘Primero: Declara al ciudadano Nelson Alexander 
Santana Rodríguez, de generales que constan, culpable de violar 
las disposiciones contenidas en los artículos 49, literal d, 65 y 74 
literal d de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos de Motor, 
modiþcado por la Ley 114-99 del 16 de diciembre de 1999, que 
tipiþca el delito de golpes y heridas, y de los hechos puestos a su 
cargo, en consecuencia, condena a cumplir una pena de nueve (9) 
meses de prisión correccional, al pago de una multa de Mil Pesos 
(RD$1,000.00) y al pago de las costas penales; Segundo: Declara 
al ciudadano José Danilo Suero Jiménez, de generales que constan, 
no culpable de violar las disposiciones contenidas en la Ley 241, 
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sobre Tr§nsito de Veh²culos de Motor, modiþcado por la Ley No. 
114-99 del 16 de diciembre de 1999, en consecuencia, lo descarga 
de toda responsabilidad penal y de los hechos puestos a su cargo, 
costas de oþcio; Tercero: Declara, en cuanto a la forma, como 
buena y válida la constitución en parte civil incoada por los 
señores José Danilo Suero Jiménez y Carlos José Marichal García, 
por órgano de su abogada constituida y apoderada especial Licda. 
Cirila Maríñez Zabala por haber sido formalizada conforme a lo 
establecido por los artículos 3 y 63 del Código de Procedimiento 
Criminal Dominicano; Cuarto: Acoge en parte, en cuanto al 
fondo, la presente demanda en daños y perjuicios, en consecuencia, 
condena al señor Nelson Alexander Santana Rodríguez, por su 
hecho personal de manera conjunta y solidaria con la entidad 
Unilever Dominicana, S. A., en calidad de propietaria del vehículo 
causante del accidente, al pago de una indemnización por la suma 
de Quinientos Mil Pesos (RD$500,000.00) a favor y provecho del 
señor José Danilo Suero Jiménez por los daños morales y lesiones 
corporales recibidos a raíz del accidente; Quinto: Condena a la 
entidad Unilever Dominicana, S. A. y al señor Nelson Alexander 
Santana Rodríguez en sus respectivas calidades al pago de un uno 
(1) por ciento por concepto de intereses, computados a partir de 
la fecha de la demanda en justicia de fecha 22 de octubre del 2004; 
Sexto: Condena a la entidad Unilever Dominicana, S. A. y al señor 
Nelson Alexander Santana Rodríguez en sus predichas calidades 
al pago de las costas civiles del procedimiento y ordena su 
distracción a favor y provecho de la Licda. Cirila Mariñez Zabala, 
quien aþrma estarlas avanzando en su mayor parte; S®ptimo: 
Declara la presente sentencia común y oponible a la compañía 
Seguros Popular (Seguros Universal América), por ser la entidad 
aseguradora del vehículo causante del accidente hasta el límite de 
la póliza No. AU-99844, con vigencia desde el día 31 de diciembre 
del 2002, hasta el 31 de diciembre del 2003, expedida a favor de la 
entidad Unilever Dominicana, S. A.õ; SEGUNDO: En cuanto al 
fondo, la Corte, después de haber deliberado y obrando autoridad 
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propia, procede a dictar directamente su decisión, en esa virtud; 
TERCERO: Modiþca el ordinal primero de la sentencia recurrida, 
que declara al coprevenido Nelson Alexander Santana Rodríguez, 
culpable de violar los artículos 49, literal d, 65 y 74, literal d, de la 
Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor y lo condena 
a nueve (9) meses de prisión correccional, al pago de una multa de 
Mil Pesos (RD$1,000.00) y al pago de las costas penales; en 
consecuencia, varía la condena impuesta por el Juez a-quo y 
condena al prevenido Nelson Alexander Santana Rodríguez al 
pago de una multa de Mil Pesos (RD$1,000.00) y al pago de las 
costas penales; CUARTO: Revoca el ordinal quinto de la sentencia 
recurrida; QUINTO: Conþrma los dem§s aspectos de la sentencia 
recurrida; SEXTO: Ordena la notiþcaci·n de la presente sentencia 
a todas las partes del procesoó; e) que recurrida en casaci·n la 
referida sentencia por Nelson Alexander Santana Rodríguez, 
Unilever Dominicana, S. A. y Seguros Universal, C. por A. las 
Cámaras Reunidas dictó en fecha 21 de junio del 2007 la Resolución 
núm. 1582-2007 mediante la cual declaró admisible el referido 
recurso þjando la audiencia para el 8 de agosto del 2007 y conocida 
ese mismo día; 

Considerando, que en el memorial depositado por el Dr. Pedro 
P. Yermenos Forastieri y los Licdos. Oscar A. Sánchez Grullón 
y Diego Torres González los recurrentes proponen en apoyo a 
su recurso de casación los siguientes medios: Primer Medio: 
Sentencia dictada es maniþestamente infundada (art. 426, numeral 
3ro. del Código Procesal Penal); Segundo Medio: Sentencia 
dictada es contradictoria con otra sentencia de la Suprema Corte 
de Justicia) art. 426, numeral 2do., C·digo Procesal Penal)ó; el 
Dr. Pedro P. Yermenos Forastieri y los Licdos. Oscar A. Sánchez 
Grullón y Diego Torres González los recurrentes proponen en 
apoyo a su recurso de casación los siguientes medios: Primer 
Medio: Sentencia dictada es maniþestamente infundada (art. 
426, numeral 3ro. del Código Procesal Penal); Segundo Medio: 
Sentencia dictada es contradictoria con otra sentencia de la 
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Suprema Corte de Justicia) art. 426, numeral 2do., Código Procesal 
Penal) Primer Medio: Sentencia dictada es maniþestamente 
infundada (art. 426, numeral 3ro. del Código Procesal Penal); 
Segundo Medio: Sentencia dictada es contradictoria con otra 
sentencia de la Suprema Corte de Justicia) art. 426, numeral 2do., 
Código Procesal Penal); en los cuales invocan, en síntesis, lo 
siguiente: “que resultan completamente ilógicas e irrazonables las 
indemnizaciones concedidas por la Corte a-qua, porque el tribunal 
pudo constatar que el agraviado llegó por sus propios medios y 
que aunque el certiþcado m®dico habla de lesi·n permanente, 
todavía tiene capacidad para realizar trabajos tanto manuales 
como intelectuales, que una persona con vida laboral útil por 
delante con unas indemnizaciones tan elevadas implícitamente se 
le está incentivando a dedicarse a una vida ocioso; que la sentencia 
conþrm· la indemnizaci·n otorgada por el Juzgado de Paz, la cual 
había sido reducida por la corte de apelación, contradiciendo así 
una sentencia de la Suprema Corte de Justicia al haber retrotraído 
la situaci·n del procesoó; 

Considerando, que la Corte a-qua fue apoderada por el envío 
ordenado por la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
ante el recurso de casación interpuesto por los ahora recurrentes, 
al establecer que la Tercera Sala de la Corte de Apelación del 
Distrito Nacional incurrió en omisión de estatuir sobre la 
responsabilidad penal del imputado, por lo que ordenó conocer 
de nuevo el recurso de apelación;

Considerando, que la Corte a-qua, actuando como tribunal de 
envío, analizó el recurso de apelación interpuesto por Nelson 
Alexander Santana Rodríguez y las compañías Unilever Domi-
nicana, S. A. y Seguros Universal, C. por A., únicos recurrentes, 
contra la sentencia de primer grado y procedi· a modiþcar el 
aspecto penal de dicha sentencia, suprimiendo la pena de prisión 
pronunciada en contra del imputado, pero conþrmando el aspecto 
civil de la misma, cuya indemnizaci·n era superior a la þjada por 
la Tercera Sala de la Corte de Apelación del Distrito Nacional;
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Considerando, que como la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia procedió a casar la sentencia impugnada por efecto del 
recurso del imputado, el tercero civilmente demandado y la entidad 
aseguradora, únicos recurrentes en casación, y envió el asunto 
ante la Presidencia de la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Distrito Nacional, quedando apoderada la Segunda Sala de 
esta Corte, ®sta no pod²a modiþcar la sentencia en perjuicio de 
dichos recurrentes, como sucedi· en la especie, al conþrmar la 
sentencia de primer grado en cuanto a la indemnización, la cual 
había sido reducida en apelación, por aplicación del principio de 
que nadie puede ser perjudicado por el ejercicio de su propio 
recurso; 

Considerando, que en ese tenor si bien es cierto que el tribunal 
de envío juzga con los mismos poderes que tenía el juez cuya 
sentencia fue casada, no es menos cierto que no se trata de un 
nuevo juicio sino más bien una fase que se vincula a la decisión 
casada, ya que la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia al 
casar la sentencia, no retrotrae el proceso a etapas ya superadas, 
sino que abre una nueva, resultante del recurso acogido, pero 
que a¼n as², recoge la inÿuencia de lo acontecido en las etapas 
precedentes del proceso; 

Considerando, que al modiþcar la Corte a-qua la sentencia casada 
por acción de la recurrente y condenarla a una indemnización 
superior a la þjada por la Tercera Sala de la C§mara Penal de la 
Corte de Apelación del Distrito Nacional desbordó el ámbito de 
su apoderamiento; en consecuencia, procede casar la sentencia 
únicamente en lo concerniente al aumento del monto de la 
indemnizaci·n þjada a favor de Secundino Ortega, manteniendo 
su vigencia lo decidido por la Tercera Sala de la Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Distrito Nacional mediante sentencia 
de fecha 18 de agosto del 2006, que había condenado a Nelson 
Alexander Santana Rodríguez conjunta y solidariamente con la 
compañía Unilever Dominicana, S. A., en su calidades de civilmente 
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responsables, al pago de una indemnización de Trescientos mil 
pesos (RD$ 300,000.00), a favor de José Danilo Suero Jiménez, 
revocando, además, el pago de los intereses y ordenando que la 
sentencia sea común y oponible a la compañía Seguros Universal, 
C. por A., continuadora jurídica de la compañía Seguros Popular, 
C. por A.; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por violación 
a normas cuya observancia está a cargo de los jueces las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos, 

Resuelve:
Primero: Admite como interviniente a José Danilo Suero Jiménez 

en el recurso de casación interpuesto por Nelson Alexander 
Santana Rodríguez y las compañías Unilever Dominicana, S. A. y 
Seguros Universal, C. por A., continuadora jurídica de la compañía 
Seguros Popular, C. por A., contra la sentencia dictada el 4 de 
mayo del 2007 por la Primera Sala de la Cámara Penal de la Corte 
de Apelación del Distrito Nacional, actuando como tribunal de 
envío, cuyo dispositivo se encuentra copiado en parte anterior de 
esta sentencia; Segundo: Declara con lugar el referido recurso y 
casa por vía de supresión y sin envío el aspecto relativo al aumento 
de la indemnizaci·n þjada por la sentencia impugnada; Tercero: 
Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por las 
mismas, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, Capital de la República, en su audiencia del 26 de 
septiembre del 2007, años 164º de la Independencia y 145º de la 
Restauración.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
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Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado.

La presente sentencia ha sido dada y þrmada por los se¶ores 
Jueces que þguran en su encabezamiento, en la audiencia 
p¼blica del d²a, mes y a¶o en ®l expresados, y fue þrmada, le²da 
y publicada por m², Secretaria General, que certiþco. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.
































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































